UNIDAD 1

EL DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO
Principios generales 

Noción de derecho: es una obra cultural en procura de justicia, que funciona como un sistema con entradas y salidas. Sus entradas están constituidas por la realidad (R) y los valores críticos (V). Sus salidas están constituidas por las Normas (N) y la conducta transformadora (T). 

En la realidad se pueden ubicar diversos aspectos: 

· Los elementos sociales, culturales económicos y políticos que se refieren a la de vida de la población. 

· Los elementos de la relación laboral que inciden en la calidad de vida de los trabajadores y en su salud conocidos como condiciones y medio ambiente de trabajo (CYMAT) 

· La hiposuficiencia del trabajador expresada en su necesidad de trabajar.
Los valores críticos constituyen el aspecto axiológico y comprenden: 

· La justicia social, la solidaridad y la cooperación.
· Los Derechos humanos internacionalmente reconocidos 
· Los Principios generales del derecho.
Las normas o salida normativa se expresan en:
· La Constitución Nacional, 

· Las Normas estructurales básicas que en el caso del Derecho del Trabajo se refieren a las autonomía colectiva, que a su vez pueden ser Normas legales o normas sectoriales según sea el órgano del que emanan.  

La Conducta transformadora está referida a los actores sociales y decisores jurídicos que operan el sistema retornando a la realidad para transformarla cuando luce injusta o dis-valiosa. Los actores sociales son los trabajadores y sus organizaciones, cuerpos de delegados, comisiones paritarias y los empleadores a través de sus asesores jurídicos, gerentes de relaciones laborales, relacionistas que analizan los problemas surgidos de la ejecución del trabajo. 

Los decisores jurídicos están referidos al rol de la Administración del Trabajo y la justicia especializada que serán analizados en aspectos vinculados con el sindicato, la huelga y la negociación colectiva.
Los actores sociales buscan transformar la realidad y corregir las injusticias del ordenamiento jurídico.
Orden público concepto. Orden público laboral concepto. Orden público económico concepto. 

El orden público expresa el contenido del bien común conteniendo elementos sociales, culturales, económicos y políticos. El bien común se expresa en los requisitos sociales, culturales, económicos y políticos necesarios para el desarrollo integral de la persona humana y la sociedad civil. 

Orden público laboral debemos considerar la evolución y transformación en la historia de las instituciones sociales. 

Esto dio origen a los primeros preceptos creándose normas que sientan las bases de la futura disciplina jurídica del Derecho del Trabajo, protegiendo en primera instancia a los menores y las mujeres, ya que se justificaba en estos casos la intervención del Estado mediante normas imperativas, ya que la ley civil de la época consideraba estas personas como incapaces, no teniendo posibilidad de discernir sus actos, justificando dicha intervención estatal, por la creación de normas de orden público que limitaban el principio de autonomía de la voluntad de las partes. Ello entones va creando la necesidad de intervención del Estado ante el deterioro que sufre el trabajador por la aplicación irrestricta de la filosofía liberal, que se traducen en largas y extenuantes jornadas de trabajo, ambientes de labor insalubres, marginalidad, pobreza etc. 

Esta intervención Estatal se da por la creación de normas máximas y mínimas inderogables, que luego se denominarían normas de orden público, tendiente a posibilitar el equilibrio, ante la natural desigualdad que se da en la contratación entre empleado y empleador, en el aspecto económico y social, lo que crea a su vez desigualdad en la contratación, que el Estado debe equilibrar por medio de las normas de orden público en beneficio de una de las partes de la contratación laboral, cual es el trabajador 

La vigencia del concepto de orden público en nuestra legislación se expresa en el principio de irrenunciabilidad que establece la nulidad de toda cláusula que suprima o reduzca los derechos previstos en esa ley, los estatutos profesionales y las convenciones colectivas de trabajo al tiempo de celebrar, ejecutar o extinguir el contrato de trabajo. 

Principios generales del Derecho del Trabajo

Definición: Son postulados que inspiran el sentido de las normas laborales y configuran la regulación de las relaciones de trabajo con arreglo a criterios distintos de los que pueden darse en otras ramas del derecho. Son ideas fundamentales de la organización jurídico laboral que surgen del orden normativo dado y lo retroalimentan, dándole determinado sentido a cada una de las disposiciones que lo componen, resultando indispensables para aplicar rectamente sus normas. 
El legislado argentino adoptó la tesis amplia al señalar junto con los principios generales del derecho del trabajo a "los principios de la justicia social, la equidad y la buena fe" en el Art. 11 de la LCT. 
"Cuando una cuestión no pueda resolverse por aplicación de las normas que rigen el contrato de trabajo o por leyes análogas, se decidirá conforme a los principios de justicia social, a los generales del derecho del trabajo, la equidad y la buena fe”. 
Funciones de los Principios: 
a) Función de interpretación: constituyen el sentido y la razón de ser de un cuerpo normativo, reflejan ese sentido en las normas que lo componen y operan en consecuencia como criterios orientadores del intérprete.
b) Función normativa o íntegradora: En nuestro ordenamiento cuando una cuestión no pueda resolverse por aplicación de las normas que rigen el contrato de trabajo, se decidirá conforme a los principios de la justicia social, a los generales del derecho, la equidad y la buena fe.
c) Función fundamentadora o informadora: Es en virtud de la cual el legislador se inspira en los principios para la creación de nuevas normas a partir de un sistema dado, sirviendo de fundamento del ordenamiento jurídico. 

Principio protectorio: ha de servir como idea fundamental e informadora de toda nuestra organización jurídico laboral cuando establece que "el trabajo en todas sus formas gozará de la protección de las leyes", y esta idea fundamental que revaloriza la condición del hombre y le da al trabajo una consideración privilegiada se advierte como fuente de inspiración de toda la LCT que considera que “el contrato de trabajo tiene como principal objeto la actividad productiva y creadora del hombre en si. Sólo después ha de entenderse que media entre las partes una relación de intercambio y un fin económico en cuanto se disciplina por esta Ley". 

La Ley de Asociaciones Sindicales prescribe que "la acción sindical contribuirá a remover los obstáculos que dificulten la realización plena del trabajador" lo que importa un juego armónico de los ámbitos individual y  colectivo, destinados a instrumentar el principio protectorio que surge del Art.14 bis y contiene estos principios:
1. Irrenunciabilidad de derechos: Impide tanto la renuncia anticipada de derechos como la renuncia de derechos ya adquiridos, sea que provengan de la ley, del LCT, o del contrato individual. 
El basamento del principio protectorio consiste, en la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, que está ligada a un derecho de mínima que se estructura en consideración a la falta de capacidad negocial del dependiente. La irrenunciabilidad por tanto comprende distintos supuestos:
· Renuncia anticipada de derechos provenientes de la Ley o del CCT (por Ej. Renuncia anticipada indemnizaciones por despido, a las vacaciones o a remuneraciones de una categoría superior).

· La renuncia anticipada a derechos que puedan surgir de actos futuros del empleador en ejercicio de facultades de dirección y organización (aceptación incondicionada de traslados o de cambios de turno).

· Renuncia a derechos ya obtenidos que se han incorporado al patrimonio del trabajador (por Ej. Créditos devengados provenientes de un despido injustificado o un salario no pagado).

· Renuncia a condiciones ya obtenidas y que superan los mínimos legales y convencionales, salvo compensación adecuada (por Ej. aceptación de un salario inferior al que se percibía sin un cambio compensatorio de otras condiciones de trabajo). 
2. In dubio pro operario: si la duda recayese en la interpretación o alcance de la ley, los jueces o encargados de aplicarla se decidirán en el sentido más favorable al trabajador. Vemos pues que estamos frente a una sola norma que es pasible de dos o más interpretaciones. El juez al aplicarla deberá darle el sentido que sea más favorable al trabajador. (una norma: varios sentidos de interpretación)
3. Subsistencia de la condición más favorable: se aplica cuando la ley y el convenio colectivo, que enmarcan el contrato individual de trabajo, es modificado en detrimento de los derechos del trabajador (por ejemplo, una ley que reduce las indemnizaciones por despido sin justa causa). En este caso, la modificación sólo afectará a los nuevos contratos a celebrarse a partir de la entrada en vigor de la nueva norma. 
4. Ajenidad al riesgo empresario e indemnidad: el trabajador no debe sufrir daño alguno ni material, ni moral ni físico por el ejercicio normal de dicha labor y en su caso debe ser adecuadamente resarcido.
El empresario monta la empresa, organiza los medios personales de producción y se beneficia u obtiene la satisfacción por los resultados consiguientes a dicha organización. De ahí que el empresario, en un régimen de economía capitalista debe asumir un riesgo que está en relación directa con el negocio que organiza, que gobierna y del que se beneficia.
El trabajador no participa del negocio, no se beneficia con los resultados ni, obtiene más satisfacción que la pecuniaria proveniente de su salario. Por ello, los riesgos inherentes a la organización y marcha de la empresa deben ser soportados por quien obtiene los beneficios consiguientes; y no deben ser trasladados al dependiente en ningún caso.
El empleador en razón de haber comprometido dentro de su negocio a personas que trabajan para la empresa, crea un ámbito dentro del cual el trabajador está protegido en razón de la naturaleza de la prestación, de su condición de persona de la que otro dispone y del carácter alimentario del salario.
Los riesgos inherentes a dicha organización, en particular los correspondientes al personal son asumidos por el empresario. Hay riesgos internos de la empresa (roturas de máquinas) y externos a ella (cambio de valor del dólar) que deben ser asumidos por el empresario. Pero además debe considerarse como riesgo aquellas contingencias que afecten la salud del trabajador y le impidan trabajar. En todos los supuestos expresados es posible que tenga que cumplir con su prestación: el salario pese a que no reciba o no pueda recibir, el trabajo que en otras condiciones sería redituable.
El empresario soporta los riegos de su gestión aunque no haya incurrido en negligencia, y con mayor razón si no ha actuado corno un buen hombre de negocios.
A la garantía de indemnidad corresponden precisos deberes del empleador que van desde los generales de previsión hasta la asunción de la plena responsabilidad objetiva por daños (físicos, morales, patrimoniales).
La idea de que el trabajador debe salir indemne (ileso, incólume) de la relación contractual, es decir, sin daño, comprende todos los riesgos derivados del trabajo por cuenta ajena. Son los riesgos provenientes de los cambios (variaciones en las condiciones de trabajo) los derivados de la negligencia del principal que tengan repercusión sobre el contrato, los vinculados con los perjuicio sufridos en los bienes del trabajador por el hecho o en ocasión del trabajo en general, los daños producidos en su salud, o los originados en medidas arbitrarias del empleador. 
5. Regla de la primacía de la realidad: Esta es una regla de interpretación para el Juzgador según, la cual por sobre la ficción que puedan haber montado las partes se impone la realidad resultante de los hechos cumplidos durante la relación. Prima, así, la realidad sobre la forma, lo que en el proceso se ha de traducir en el relativo valor de la prueba documental respecto de la testimonial y en la apreciación de los reconocimientos efectuados por vía de confesión en orden a otros elementos de prueba. La simulación instrumentada por las partes y el fraude por el cual el empleador utilizando un camino desviado pero legal busca violar la ley laboral deben encontrar en las formas procesales y en la posibilidad de apreciación del juzgador las vallas que eviten la frustración del principio protectorio, que afirmen la irrenunciabilidad de derechos y consoliden el orden público laboral.
6. Regla de la continuidad de la relación: el trabajador necesita certeza respecto de la conservación de su fuente de ingresos, que constituyen su medio de subsistencia. Se expresa en diferentes disposiciones:
a) En la presunción de que todo contrato ha sido celebrado por tiempo indeterminado, por lo que otras modalidades temporales deben ser probadas por el empleador.
b) en la subsistencia del contrato pese a la nulidad de sus cláusulas o al incumplimiento de las partes.
c) en la prolongación del contrato en caso de sustitución del empleador. 

d) en la aceptación en caso de duda sobre la existencia o no del despido o de abandono de trabajo.
Se pretende garantizar que el trabajador cuente con su puesto de trabajo hasta el momento en que se encuentre en condiciones de acceder del beneficio jubilatorio. 
7. Regla de no discriminación. Las discriminaciones basadas en circunstancias objetivas -como una mayor productividad, mayor dedicación al trabajo, mejores aptitudes, etc.- no conducen a la aplicación de esta regla. Lo que se busca evitar son aquellas situaciones en que, por razones de sexo, raza, religión, edad, ideología, se priva a una persona de un derecho que se le concede a la otra en igualdad de condiciones objetivas, o se le impone una obligación de la cual se exime a la otra. 
8. La selección de la norma más beneficiosa: "en caso de duda sobre la aplicación de normas legales o convencionales prevalecerá la más favorable al trabajador, considerándose la norma o conjunto de normas que rija cada una de las instituciones del derecho del trabajo". Esta regla se aplica en la hipótesis de que una misma situación pueda estar regida por dos o más normas laborales y exista en el juez una duda sobre cuál de ellas debe aplicar. En este caso, el juez deberá realizar un cotejo de las normas, evaluando institución por institución, para determinar cuál es la norma más favorable. (varias normas)
9. Facilitación de la prueba en el proceso: La LCT establece un cúmulo de presunciones destinadas a facilitar al trabajador la carga probatoria de los extremos que acreditan su derecho. El trabajador se encuentra en una situación de inferioridad en materia probatoria respecto de su empleador, y es por ello que se establecen presunciones destinadas a invertir la carga de la prueba o disposiciones que asignan responsabilidad al empleador una vez que se han producido determinadas circunstancias
Art. 14 bis Constitución Nacional. 
Antecedentes: En la República Argentina, el principal antecedente del constitucionalismo social fue la Constitución de 1949 (Perón). Su texto consagra el derecho al trabajo, la retribución justa, la capacitación del trabajador, las condiciones dignas de trabajo, el cuidado de la salud, el bienestar personal y familiar del trabajador, la seguridad social, el progreso económico y la agremiación.
Era el trabajo un bien primordial, capaz de satisfacer necesidades materiales y espirituales que debía ser protegido en todas sus formas por el Estado y garantizado sin distinción, a todos los habitantes del territorio. 

En cuanto a la retribución del obrero, sostiene que tiene una doble naturaleza, como compensación material y moral. Esto le permite satisfacer sus propias necesidades y las de su familia, además de sentirse recompensado espiritualmente por el esfuerzo realizado y por su dedicación. Reconocía el derecho a la capacitación como mejora material y espiritual, los derechos a las condiciones dignas de trabajo y bienestar; el derecho a preservar la salud abarcaba la física y la moral, tanto del trabajador como la de su familia.
El Estado debía garantizar el derecho a la seguridad social, la digna subsistencia del obrero ante la pérdida de su trabajo y la asignación de una jubilación, al final de su vida laboral útil. Con el golpe de Estado de 1955 se suprime la Constitución de 1949 y entra en vigencia la Constitución de 1853. 
En 1957, se incorpora el Art. 14 bis, que otorgó rango constitucional a los derechos del trabajador, a los derechos sindicales y a los derechos emergentes de la segundad social. El Art. 14 bis consagra las garantías mínimas del trabajo en la Argentina, en los aspectos:
· Derechos del trabajador en el contrato de trabajo: Condiciones dignas y equitativas de labor; jornada limitada, descanso y vacaciones pagas; régimen remuneratorio (remuneración justa, salario vital y móvil, igual remuneración por igual tarea y participación en las ganancias con control de la producción y colaboración en la dirección); protección contra el despido arbitrario del empleado privado y estabilidad para el empleado publico; estabilidad para el representante sindical; compensación económica familiar.
· Derechos sindicales: Derecho a la organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial; derecho de los sindicatos a concertar convenios colectivos de trabajo; a recurrir a la conciliación, al arbitraje y a la huelga; protección especial a los representantes gremiales para el ejercicio de su gestión, en especial lo relacionado con la estabilidad en su empleo. 

Para determinar su alcance es importante distinguir si los derechos y garantías están enunciados en forma: 
Normas operativas: Generan derechos y obligaciones que permiten accionar directamente con la sola invocación del derecho constitucional. 

Normas programáticas: Requieren de otras normas de carácter reglamentario para que se pueda innovar derechos a su respecto. 
· Derechos emanados de la Seguridad Social: Otorgamiento de los beneficios de la seguridad social con carácter de integral e irrenunciable; seguro social obligatorio a cargo de entidades nacionales y provinciales con autonomía económica; jubilaciones y pensiones móviles; protección integral de la familia.
Análisis de los derechos consagrados en el Art. 14 bis: Las garantías reconocidas al trabajador: 

· Derecho de trabajar: es el de elegir la propia actividad, concretado efectivamente en un contrato de trabajo. Implica el derecho a la libertad de contratar. 
· Derecho a las condiciones dignas y equitativas de labor: refiere al trato que debe recibir el trabajador, al ambiente, lugar horario, descanso, retribución, trato respetuoso, etc. 
· Dignas será interpretado como condición compatible con la dignidad del hombre. 
· Equitativas alude a la justicia de cada caso particular, al trabajador en cada situación.
· Derecho a la jornada limitada: establece que el tiempo de trabajo no puede insumir todo el tiempo de vida del hombre. Su duración debe tener tres pausas: diaria, semanal y anual. No establece que cantidad de horas, solo refiere a una jornada limitada. Teniendo en cuenta el principio de razonabilidad y la índole del trabajo, Ej. si es insalubre ó si se trata de un menor, la ley fija su duración; internacionalmente, la jornada máxima de labor no puede exceder las 8 hs. diarias.
· Derecho al descanso y vacaciones pagadas: se relaciona con lo anterior. "Pagadas" se entiende como pago previo o anticipado. 

· Derecho a la retribución justa: es el derecho a percibir un salario que, por su monto y oportunidad de pago, resulta suficiente para vivir. 

· Derecho al salario mínimo, vital y móvil: se refiere a la remuneración cuyo monto se presume suficiente para garantizar la supervivencia del trabajador, o sea, satisfacer sus necesidades vitales que no sólo le permitan vivir, sino, además, vivir bien. Ni por convenio colectivo, ni por contrato individual de trabajo, se puede pactar un salario menor al considerado legalmente como mínimo y vital. Debe también, ser móvil, ya que si hay inflación debe ser ajustado al nivel de vida. 

· Derecho al percibir igual remuneración por igual tarea: Su finalidad es suprimir la arbitrariedad en la fijación de retribución entre personas que realizan iguales tareas (sobre todo por sexo ó edad), evitando discriminar. Esto no se opone a que el empleador otorgue un trato distinto, por razones objetivas, por Ej.: por mayor eficacia, laboriosidad, no se prohíbe premiar, por encima del convenio, a trabajadores que demuestren mérito suficiente, Si se sanciona el trato discriminatorio y arbitrario ante situaciones iguales.
· Derecho a participar en el beneficio, el control y la dirección de la empresa: "participar en el beneficio" es un aspecto salarial. "Control de la producción y la colaboración en la dirección de la empresa", es el derecho del trabajador a verificar el crédito patronal, no son remunerativos. La participación se debe al empleado que coopere directamente en la obtención de beneficios lucrativos. Se plantea un problema, para participar en la producción, debe existir un control y colaboración en la dirección. Si hay acuerdo de partes, la participación en las ganancias puede absorber ó sustituir el monto del salario. Caso contrario, la participación es un adicional ó suplemento por, encima de la remuneración mínima. 

El principio de participación presenta diferentes problemas: La norma constitucional no aclara cómo se debe hacer el reparto de las ganancias; no dispone si es conforme al salario, antigüedad ó asistencia 
· Derecho a la protección contra el despido arbitrario: 

1. En las relaciones laborales privadas no hay estabilidad, ya que no se prohíbe el despido ni lo anula, sólo establece una compensación económica reparatoria. No existe la reinstalación en el empleo, si el pago de una indemnización. 

2. En el empleo público, el derecho a la protección contra el despido arbitrario se vincula con la estabilidad del empleado público, que es propia y está asegurado por la nulidad de la cesantía obligatoria y la obligación estatal de reincorporación. 
· Derecho a la estabilidad del empleado público: ante una cesantía sin causa legal justa o sin sumario, el estado está obligado a reincorporarlo. Esta estabilidad se vulnera si:

a. Si la cesantía se dispone sin causa legal suficientemente razonable. 
b. Si se dispone sin sumario previo y sin forma suficiente, de debido proceso. 

c. Si se declara en comisión al personal. 
No queda vulnerada la estabilidad cuando: 
1. Hay causa legal razonable, acreditada por sumario previo.

2. Se suprime el empleo.

3. Se dispone la cesantía por razones de verdadera racionalización ó economía administrativa, fehacientemente acreditada. 

4. El empleado está en condiciones de jubilarse con beneficio ordinario. 

Entre las garantías reconocidas a los gremios se encuentra: 
· Concertar convenios colectivos de trabajo: Es uno de los pilares de la autonomía colectiva tutelada por los Convenios y tratados Internacionales, que ha sido reglamentada por leyes especiales.
· Derecho a la organización sindical: refiere a "asociarse con fines útiles", implica la libertad de formar una asociación, poder ingresar en ella, desasociarse y no ser compilado a asociarse. Alude a una "organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial".
· Derecho de huelga: está constitucionalmente reconocido a los trabajadores, no como movimiento individual, sí colectivo. Le pertenece a la pluralidad de los trabajadores que comparten un mismo conflicto. "El sujeto de la huelga ", sólo los gremios tienen este derecho, ya que el Art. 14 bis los reconoce como sujetos activos, razón por la cual no se les puede negar ese derecho. 
Derecho de los representantes sindicales a las garantías gremiales: 

· Los representantes gremiales gozan de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo.
· La norma no explicita quiénes son los representantes gremiales; la ley, la justicia y la doctrina deben establecerlo.
· En sede judicial, a alguien no incluido en la nómina legal, que pueda acreditar ser dirigente gremial, se le puede extender el amparo constitucional. 

· Interpretando que, ningún trabajador que sea "representante gremial", transitorio o permanente, quede desprotegido. Éste tiene estabilidad propia, impide el despido sin causa y el despido arbitrario y obliga al empleador a reincorporarlo.
· Los representantes gremiales, no están al margen de medidas de racionalización administrativa general, autorizadas legislativamente, ni están exentos de sanciones disciplinarias. 

El Principio de Progresividad 

En la última década del siglo XX puede ser considerado la antítesis de la reforma laboral que se implicó su contrario, la regresividad a contramano de los derechos sociales constitucionales y tratados internacionales.
El ataque a las reglas de la norma más favorable y condición más beneficiosa es una evidencia de éstas políticas regresivas. Un orden jurídico progresivo permite dar respuesta a las necesidades de inmensas franjas de población que no acceden a una vida digna, arrojadas del sistema por las reformas neoliberales. Son masas de población que han sufrido los efectos de las revoluciones industriales primero y post industriales después condenadas a vivir en estadios de desarrollo aún más atrasados. El principio de progresividad es el que determina el orden público laboral con su característica de ser una valla a los poderes del empleador.
Cuando se producen conflictos de normas de distinta o igual jerarquía los principios son herramientas que permiten desplazar a las normas de rango inferior, cobrando relevancia toda vez que las reformas laborales han desplazado garantías constitucionales con leyes o decretos.
Principios fundamentales del derecho sindical

A. Libertad sindical: Es el conjunto de derechos potestades, privilegios e inmunidades otorgadas por las normas constitucionales, internacionales y legales a los trabajadores y las organizaciones voluntariamente constituidas por ello, para garantizar el desarrollo de las acciones lícitas destinadas a la defensa de sus intereses y al mejoramiento de sus condiciones de vida y de trabajo. 
La libertad sindical está reconocida en casi todas las legislaciones de los países y especialmente en las declaraciones internacionales de derechos humanos y sociales y por los Convenios 87 y 98 de la OIT. 

Aspecto individual y colectivo de la libertad sindical: Si el sujeto titular es el trabajador, nos referimos a la libertad sindical individual. Si en cambio el sujeto titular es la organización sindical, es la libertad sindical en el aspecto colectivo la que está en juego. La Libertad sindical puede ser:
Individual positiva: 

1. Derecho de los trabajadores de constituir las asociaciones sindicales que estimen convenientes. 

2. Derecho de afiliarse a las asociaciones ya constituidas. 
3. Derecho de permanecer en una asociación sindical. 
4. Derecho de reunirse y desarrollar actividades sindicales. 
5. Derecho de peticionar ante las autoridades y los empleadores. 
6. Derecho a participar en la vida interna de las asociaciones sindicales, elegir libremente a. sus representantes, ser elegidos y postular candidatos. 
Individual negativa. La faceta negativa se expresa en que para el trabajador la afiliación al sindicato no es obligatoria (derecho de no afiliación) y que, en cualquier momento puede desafiliarse al que estuviera afiliado (derecho de desafiliación) (Art. 4 de la ley 23551). 

Aspecto colectivo de la libertad sindical: los sujetos protegidos son las asociaciones sindicales de trabajadores. El Art. 5 de la ley 23551 enumera los derechos de las asociaciones sindicales que hacen a la libertad sindical en su faz colectiva: 
· a determinar su nombre, no pudiendo utilizar los ya adoptados ni aquéllos que pudieran inducir a error o confusión. 

· a determinar su objeto, ámbito de representación personal y de actuación territorial. 
· a adoptar el tipo de organización que estime apropiado, aprobar sus estatutos y constituir asociaciones de grado superior, afiliarse a las ya constituidas o desafiliarse.

· a formular su programa de acción y realizar todas las actividades lícitas en defensa del interés de los trabajadores. 
· ejercer el derecho a negociar colectivamente, el de participar, el de huelga y el de adoptar medidas legítimas de acción sindical. .
Tutela de los derechos de la libertad sindical: Todo trabajador o asociación sindical que fuere impedido u obstaculizado en el ejercicio regular de los derechos de la libertad sindical garantizados por la ley 23551, puede iniciar acción de amparo de esos derechos ante el Tribunal competente
B. Autonomía sindical: Constituye la facultad de autodeterminación de las asociaciones profesionales de trabajadores frente a las fuerzas, poderes, personas y organizaciones que pretendan interferir en su constitución y funcionamiento. La autonomía del sindicato se proyecta fundamentalmente frente:
1. frente al Estado: la historia del desarrollo del movimiento sindical está sembrada de acontecimientos que revelan la tendencia del Estado a suprimir o restringir la autonomía de acción de los sindicatos, ya sea legislativamente, administrativamente o por medio de actos de persecución, de presión o de maniobras de manipulación política. El ordenamiento jurídico vigente intenta evitar, mediante la sanción de normas especificas, la posible interferencia del Estado en la constitución y funcionamiento de las asociaciones profesionales de trabajadores. Expresiones de autonomía frente al Estado son: 
· No exigencia de autorización previa
· Derecho de constituir las organizaciones que se estimen convenientes. 
· Derecho de redactar los estatutos y reglamentos.
· Derecho de elegir libremente sus representantes. 
· Derecho de organizar su administración.

· Derecho de no ser disueltas o suspendidas por vía administrativa. 
2. frente a los empleadores: los empleadores y sus asociaciones deberán abstenerse de limitar la autonomía de las asociaciones sindicales, más allá de lo establecido en la legislación vigente. Además: 
· Prohibición de subvenciones económicas.
· Prohibición de otras formas de injerencia en la constitución y funcionamiento de las asociaciones sindicales, calificadas como prácticas desleales. 

B. Democracia Sindical: Significa la legitimidad de la representación de los dirigentes sindícales, el control de su gestión y la responsabilidad frente a los afiliados y la publicidad de los actos que integran la acción sindical. La llave que asegura el ejercicio de la democracia dentro del sindicato es la participación y el consecuente control de los afiliados sobre su organización. Esto se vincula con la relación entre dirigentes y bases, con el régimen electoral y con los mecanismos de control que se articulen. 
Pueden señalarse como notas que exige la democracia interna de la organización las siguientes: 

1) La no discriminación de los afiliados ni respecto de los derechos que pueden ejercer los afiliados. El principio de no discriminación entre los afiliados, prohibiendo establecer diferencias en razón de ideologías políticas o credos religiosos, nacionalidad, raza o sexo, pero no se aplica con igual intensidad cuando se trata de la ocupación de cargos directivos para los cuales en todas las épocas se ha requerido que un porcentaje del cuerpo esté constituido por argentinos (Art. 18). 
2) La participación de los afiliados en la elección de sus representantes mediante voto libre y secreto 
3) La renovación periódica de las autoridades para asegurar la participación de los afiliados en su elección.
4) Garantizar que los delegados obren con mandatos de asambleas, previamente celebradas e informen de su gestión a sus representados (Art. 8, inc. B). 
5) Libertad de expresión y de deliberación en las asambleas y congresos, excluyendo toda discriminación contra las minorías (Art. 8 inc. D). 
6) La decisión de los actos trascendentes de la organización debe residir en los afiliados o en un congreso libremente elegido por ellos.  Los estatutos deben contener normas que precisen los asuntos que  requieran de uno u otro sistema de consideración y aprobación (Art. 16 inc. 1 y 20). 
7) Posibilitar a los representantes de los trabajadores el control de los recursos de la asociación profesional.
8) Asegurar la representación de las minorías en los cuerpos deliberativos de la entidad gremial, ya sean congresos, asambleas, plenarios 

El Estado debe garantizar la democracia dentro del sindicato y a la vez, la plena libertad sindical por vía de su prescindencia en las decisiones de los afiliados y de sus representantes libremente elegidos (Art. 6). 

Fuentes del derecho colectivo del trabajo: 
· La Constitución Nacional: es la fuente jerárquicamente superior del derecho colectivo del trabajo, en especial por medio de sus reformas de 1957 y 1994. El Art. 14 bis, consagra varios derechos del trabajador, considerándose de carácter colectivo el que establece la organización sindical libre y democrática reconocida por la simple inscripción en un registro especial, el derecho de los gremios a concertar convenios colectivos de trabajo, recurrir a la conciliación y al arbitraje, el derecho de huelga y las garantías de los representantes gremiales. La reforma constitucional de 1994 introdujo importantes modificaciones referidas aciertas declaraciones, pactos y convenciones internacionales a las que se les ha otorgado jerarquía constitucional y que contienen disposiciones de importancia relativas al derecho colectivo del trabajo (Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Declaración Universal de Derechos Humanos, Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial). 

· Los Convenios de la OIT: Estos convenios aprobados por la OIT tienen jerarquía superior a las leyes. Los convenios y las recomendaciones son los dos instrumentos principales en los que se manifiestan las normas internacionales del trabajo. La diferencia entre ambos radica en que el convenio está abierto a la ratificación de un Estado miembro, acto que crea para éste obligaciones jurídicas internacionales relativas a su aplicación y cumplimiento. Una recomendación, no puede ser ratificada y constituye sólo una guía en la materia dirigida a orientar la acción de los gobiernos. 

· Convenciones colectivas de Trabajo: las cláusulas de las CCT una vez homologadas por la autoridad de aplicación, efectos obligatorios para todos los trabajadores y empleadores de la actividad respectiva sean o no afiliados a la asociación sindical con personería gremial y a la asociación de empleadores representativa de la actividad que la suscribieron. 

· Los laudos: Son las decisiones de un árbitro tercero ajeno a la controversia entre las partes como resultado de un procedimiento de arbitraje voluntario.
· La voluntad de las partes: Se exterioriza como fuente de derecho colectivo en los acuerdos colectivos, acuerdos de empresa o acuerdos interiores de trabajo, expresión de la voluntad concertada de empleadores y trabajadores o sus representantes que no reúnen los requisitos de un CCT. 

· Las leyes: todos los temas que integran el contenido de este derecho tienen como estructura leyes fundamentales sobre cada una de esas materias
· Los decretos reglamentarios: son fuente de derecho en cuanto atribución del Poder Ejecutivo de expedir instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes. 
Otras fuentes: 
· La jurisprudencia, proveniente de la justicia laboral, sobre todo la doctrina plenaria de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, vinculante para los juzgados inferiores así como la emanada de los Superiores Tribunales de Provincia y de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
· La doctrina puede constituir fuente de derecho en tanto inspire la actividad del legislador en la creación de normas o al juez al fundar sus sentencias.
· Las resoluciones ministeriales., básicamente del Ministerio de Trabajo constituyen una importante fuente en materia de derecho colectivo del trabajo ya que a través de las mismas se otorga inscripción o personería gremial a las asociaciones sindicales que lo soliciten, se homologan convenios colectivos, etc. 
UNIDAD II

Asociaciones sindicales de trabajadores. 

A- Concepto: Son como personas de existencia ideal sin fines de lucro constituidas para la defensa de los intereses y promoción de los derechos de sus miembros. El Art. 14 bis, asegura al los trabajadores la organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción en un registro especial. 
· Al grupo profesional se le acuerda el derecho: de concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. (Sindicato)
· A los representantes gremiales: el goce de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas Con la estabilidad en su empleo. (Delegados)
Las asociaciones sindicales deben consistir en organizaciones de trabajadores que se desempeñen bajo relación de dependencia, se excluye a los trabajadores autónomos o por cuenta propia. 
Teniendo por objeto la defensa de los intereses de los trabajadores, esta defensa incluye todo cuanto se relacione con sus condiciones de vida y de trabajo en la búsqueda de la remoción de obstáculos que dificulten la realización plena del trabajador. El objetivo de las asociaciones sindicales refiere a los intereses profesionales individuales y colectivos del trabajador, pues abarca todo lo necesario para atender a la educación, condiciones de vida, salud, recreación tanto del trabajador como de su familia. El Art. 2 establece el alcance de la expresión trabajador como todo aquel que desempeña una actividad lícita en relación de dependencia laboral. 

Los derechos sindicales fundamentales que se consideran de raigambre constitucional siendo entre otros: 

1. Constituir asociaciones sindicales sin necesidad de autorización previa. 
2. Afiliarse, no afiliarse o desafiliarse de las ya constituidas.
3. Participar en la vida interna del sindicato, elegir a sus representantes y ser elegido.
Para poder analizar como se organizan los sindicatos, se pueden distinguir los siguientes aspectos: 

Tipos de Organización: encontramos las siguientes formas: 
1. Los sindicatos de actividad o industria (Metalúrgica, construcción, etc.), llamada vertical: 
2. Los sindicatos de oficio, profesión o categoría o forma de organización horizontal; 
3. Los sindicatos de empresa, como forma sindical restringida al ámbito de una empresa. 
Niveles de Organización: podemos distinguir: 
1. Asociaciones sindicales de primer grado (Sindicato o Uniones).

2. Asociaciones sindicales de segundo grado o federaciones (agrupan a las primeras).

3. Asociaciones sindicales de tercer grado o confederaciones (agrupan a las segundas).
Clases de asociaciones, según su capacidad de representación de los trabajadores: 

1. Asociaciones simplemente inscriptas;
2. Asociaciones con personería gremial. 

La organización horizontal por oficio fue preponderante en los inicios del movimiento obrero. En 1878 se fundó la Unión Tipográfica, en 1885 la Internacional de Carpinteros Ebanistas, en 1886 se nuclearon los panaderos, en 1887 se constituyo La Fraternidad que agrupó a maquinistas y foguista de los ferrocarriles, etc. 

La organización vertical o por actividad es propia de un desarrollo industrial posterior. En 1922 se realizó el congreso constitutivo de la Unión Sindical Argentina que afirmó la decisión de estructurar el movimiento sindical sobre la base del sindicato por industria abandonando el sistema por oficio. En ese mismo año se fundó la Unión Obrera Ferroviaria y posteriormente aparecen otras organizaciones como la de los metalúrgicos, textiles, etc. Predominan en la actualidad las organizaciones por actividad o industria y de alcance nacional. 

B- Evolución histórica y régimen vigente: Se distinguen tres etapas en su evolución: 
1. La etapa de la prohibición absoluta. En esta primera etapa la actividad sindical estaba prohibida considerándose en las leyes penales de la época como delitos similares a las figuras de la sedición o asociación ilícita la constitución y el funcionamiento de asociaciones obreras. 
2. La etapa de la tolerancia. En este período se eliminan, las disposiciones que vedaban la vida sindical y la consideraban una actividad ilícita, pero no se dictan normas para establecer su estatuto jurídico. 

3. La etapa del reconocimiento o institucionalización. Es aquí donde se dictan legislaciones específicas para regular el funcionamiento y la  constitución de organizaciones sindicales garantizándose los principios de libertad, democracia y autonomía sindical, pilares del derecho sindical, los que se elevan a la categoría de normas con rango constitucional.
En nuestro país nunca existió la etapa de la prohibición absoluta de las asociaciones obreras. Se produjeron sólo hechos aislados de represión del movimiento obrero pero nunca existió una medida normativa general que prohibiera su existencia. La evolución en Argentina de las asociaciones sindicales comienza con la etapa de la tolerancia que se extiende desde la organización nacional 1853 hasta 1943. Con el decreto 2669/43 emitido por el gobierno militar del 4/6/1943 se inició en nuestro país la etapa del reconocimiento de las asociaciones sindicales de trabajadores, aunque en la práctica este decreto nunca tuvo vigencia. La piedra fundamental del "modelo sindical argentino” fue el decreto 23852/45, el que regulaba sobre distintos aspectos. A saber: 

1. Libertad sindical (libre afiliación). 

2. Organización sindical (vertical y horizontal). 

3. Personalidad gremial (hoy llamada "personería gremial"). 
4. Representación sindical: Sistema de unidad de representación. 
5. Patrimonio sindical, con normas de promoción de la actividad sindical (exenciones impositivas e inembargabilidad de bienes muebles). 

6. Sanción de prácticas desleales. 

7. Posibilidad de participar en actividades políticas. 

En 1955 se produjo el movimiento militar que derrocó al segundo gobierno de Perón. Este gobierno surgido de la llamada Revolución Libertadora intentó desmontar y desarticular el aparato sindical que había constituido uno de los más fuertes respaldos del gobierno peronista. Aspectos más salientes a mencionar: 

1. Derogación del sistema de la personería gremial, por el cual todos los sindicatos debían ser simplemente inscriptos.
2. Prohibición de la actividad política.

3. Representación sindical: Los sindicatos debían estar en paridad de condiciones de negociación y representación del sector.
Este decreto tuvo escasa vigencia temporal ya que en 1958, instalado el gobierno constitucional del presidente Frondizi, se aprobó de inmediato la ley que retorna los lineamientos básicos del decreto 23852/45, con algún la diferencia que se acentúa el concepto de libertad sindical y el derecho de afiliarse, no afiliarse o desafiliarse a las asociaciones sindicales. Se promueve el otorgamiento de la personería gremial a un sindicato de empresa.
En 1973 el tercer gobierno peronista, tendió a reforzar con mayor intensidad el llamado "modelo sindical argentino" En 1979, el gobierno de facto surgido del golpe militar de 1976, pretendió reemplazar en su totalidad a la normativa anterior, estableciendo restricciones a las facultades de las asociaciones sindicales y de las libertades sindicales en general, referidas a organización, facultad federativa, manejo de obras sociales, representación y patrimonio sindical. 

En 1988, reinstaurado el sistema democrático en la Argentina, se sanciona la ley 23551 de Asociaciones Profesionales de Trabajadores, actualmente vigente. 
C- Características en la actualidad: del "Modelo Sindical Argentino” conformado a partir de 1945:
1. Reglamentarismo legal: son dos las corrientes llamadas "abstencionista o no reguladas" Argentina sigue la corriente de regulación que se caracteriza por una regulación explícita y detallada de aspectos relativos a la estructura interna de las organizaciones sindicales. 

2. Personería gremial: A la asociación gremial que además de estar "simplemente inscripta" posea una antigüedad en el Registro y actuación no menor de 6 meses y afilie a más del 20% de los trabajadores que intente representar, se le atribuye el carácter de más representativa y un status especial a través del otorgamiento de la “personería gremial”. En el supuesto que dos o más asociaciones disputen ese carácter, se otorga dicha personería al sindicato que cuente con mayor número promedio de afiliados cotizantes sobre la cantidad promedio de trabajadores que intente representar, en los 6 meses anteriores a la solicitud. 
Solo el sindicato con personería gremial tiene derechos exclusivos: 
· Defender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses individuales. 
· Participar en instituciones de planificación y control de conformidad con lo que dispongan las normas respectivas. 
· Intervenir en negociaciones colectivas y vigilar el cumplimiento de la normativa laboral y de seguridad social. 
· Colaborar con el Estado en el estudio y solución de los problemas de los trabajadores. 
· Constituir patrimonios de afectación que tendrán los mismos derechos que las cooperativas y mutualidades. 
· Administrar sus propias obras sociales y participar en la administración de las creadas por ley o por convenciones colectivas de trabajo. 

3. Organización y estructura sindical: la organización sindical puede elegir el criterio de afiliación que estime más conveniente: el "vertical" o de actividad, donde pueden afiliarse trabajadores de una misma actividad o actividades afines con intereses comunes; y el "horizontal", en donde pueden afiliarse trabajadores de distintas actividades pero que desempeñan un mismo oficio o profesión. En el sindicalismo argentino predomina la organización sindical "vertical" al ser visualizado como medio idóneo para el logro de los fines gremiales y la actividad sindical, garantizando a la vez mayor aptitud para negociar o confrontar con los empleadores, al haber un solo sindicato por empresa y un solo convenio aplicable a todo el personal. Resulta, que organizaciones de primer grado con ámbito jurisdiccional en todo el territorio nacional, que se hallan directamente incorporadas a la central o entidad de grado superior: la Confederación General del Trabajo, son las denominadas "uniones" (Unión Obrera Metalúrgica, Unión Obrera de la Construcción, Unión Ferroviaria, etc.), o "Asociaciones" (Asociación Bancaria, Asociación Obrera Textil; Asociación de Trabajadores del Estado, etc.) caracterizadas por una tendencia claramente acentuada hacia el unitarismo en su conducción, cuyas filiales o seccionales en las diversas jurisdicciones territoriales del interior del país actúan por lo común como meras dependencias administrativas y transmisoras de las decisiones del órgano directivo único y central de la organización”
Igual criterio de afiliación pueden adoptar las Federaciones y Confederaciones. Esta estructura implica el agrupamiento según grados que se ordenan siguiendo la figura de una pirámide, cuya base está formada por las organizaciones de primer grado (sindicatos o uniones); éstas, en uso de su autonomía federativa se aglutinan en entidades similares para constituir asociaciones de grado superior (federaciones o confederaciones). La estructura piramidal ha nacido de la voluntad de los trabajadores sindicalizados. 

4. Concentración sindical: Este aspecto traduce la concepción de que conviene a las finalidades y metas del movimiento obrero organizado la agrupación en grandes organizaciones masivas de primer grado y preferentemente con un extenso ámbito de actuación territorial que comprenden a una numerosa masa de afiliados y tienen una sólida base contributiva y una mayor capacidad de movilización, de presión y de negociación en el plano reivindicativo. El movimiento sindical argentino, a la luz de la ley 23551, se caracteriza por el notorio predominio de los sindicatos llamados "verticales", organizados por actividad o rama de producción, concebidos como los más idóneos para el fortalecimiento de la acción sindical. 
5. Fines sindicales: las organizaciones gremiales tienen por objeto la defensa de los intereses de los trabajadores que representan, pudiendo definirse estos "intereses" como todo cuanto se relacione con las condiciones de trabajo y de vida de sus afiliados. A partir de su consolidación organizativa (1945-1955), el movimiento sindical argentino se ha caracterizado por adoptar en materia de fines sindicales un criterio amplio, que va más allá de la mera reivindicación laboral y salarial; abarca la seguridad, el desarrollo y el bienestar de la clase trabajadora, contribuyendo así al mantenimiento de la paz social y asegurando las bases del crecimiento socio económico del país sin distinciones sectoriales proyectándose en el plano cultural, asistencial y comunitario a través de sistemas de capacitación profesional, de servicios sociales para la cobertura de contingencias de salud, la creación de infraestructuras apropiadas para el disfrute del tiempo libre a través de las prácticas deportivas y del turismo social, funcionamiento de escuelas, talleres, cursos especializados, constitución de cooperativas y mutualidades, etc. Todo ello para promover el mejoramiento del nivel y calidad de vida de los trabajadores y sus familias. 
6. Funcionamiento externo del sindicalismo: El movimiento sindical argentino en el período de su reconocimiento y consolidación (1945-1955), participa activamente en la vida socio-política del país. A partir de 1955,  las terribles consecuencias de las rupturas constitucionales, la inestabilidad política y económica, incluso la veda de toda actividad gremial y la posterior alternancia entre gobiernos democráticos y regímenes de facto, no impidieron que los sindicatos desarrollaran una estrategia política autónoma para interactuar con los otros actores sociales: el Estado; los Empresarios; la Iglesia; las Fuerzas Armadas, etc., buscando salvaguardar los intereses económicos y sociales de su sector, ya sea negociando o confrontando.  Desde el comienzo de la etapa de reconocimiento del régimen sindical, el sindicalismo argentino ha manifestado una clara adhesión al movimiento justicialista.
7. Forma asociativa fundada en la profesionalidad: Si bien el Art. 14 bis garantiza el derecho de los trabajadores a la organización sindical libre, con lo cual se posibilita la elección por parte de aquéllos de variadas formas de estructura organizativa, en nuestra legislación el carácter de sujetos colectivos típicos del derecho sindical ha sido otorgado desde 1945 sólo a las organizaciones que adopten como forma específica la de asociación. Resulta entonces extraña a nuestra tradición gremial y legislativa el reconocimiento de ese carácter a agrupaciones, entes u organizaciones carentes de una personalidad jurídica distinta de la de sus miembros, como por ejemplo las manifestaciones presindicales o para sindicales (cuerpos de delegados, comités o consejos de empresa, asambleas de personal, etc.). 
8. Funcionamiento interno: en la vida intrasindical encontramos: órganos directivos que tienen la dirección y administración del gremio; órganos deliberativos tales como las asambleas o congresos que deben reunirse periódicamente en sesiones ordinarias o extraordinarias para fijar los criterios generales de actuación sindical, evaluar los anteproyectos de convenios colectivos, aprobar y modificar estatutos, memoria y balance, fijar el monto de las cotizaciones, etcétera; y finalmente los delegados de personal, comisiones internas que se desenvuelven dentro del ámbito de la empresa, representando al sindicato ante los trabajadores de la empresa y ante la misma. El modelo sindical ha receptado un sistema de "representación unificada" en el lugar de trabajo: el delegado gremial o representante de comisión interna. 
9. Alta tasa de sindicalización: A diferencia de los demás países latinoamericanos el porcentaje de afiliación de los trabajadores argentinos a las organizaciones sindicales iguala o supera a la de las entidades sindicales europeas. Actualmente se lo calcula en el orden del 34% La Tasa de afiliación es la relación entre el universo de trabajadores ocupados en relación de dependencia y el total de afiliados. En los países del MERCOSUR la tasa de sindicalización es menor: en Paraguay es del 5%, en Uruguay del 22% y en Brasil del 12% aproximadamente. La tasa de afiliación más alta del mundo es la de Suecia con el 82,5% 

Organización interna de las asociaciones sindicales. La asociación sindical de trabajadores es una asociación que persigue un fin específico: la defensa de los intereses de los trabajadores. Su fin particular o privado no es lucrativo al no buscar una ganancia. Pueden promover la formación de sociedades cooperativas y mutuales y constituir patrimonios de afectación. Siendo entonces que la organización sindical tiene vocación de continuidad, no se disuelven una vez obtenido el objetivo (Ej. un aumento de salarios), la decisión de constituirla tiene que adoptarse en una asamblea que dispondrá la fundación del grupo y aprobará el estatuto que debe contener las materias indicadas en la legislación vigente 
A. Estatutos. Son como la Constitución, la ley fundamental, dentro de cuyos preceptos debe ceñirse toda la vida asociacional la cual reclama una regla con vocación de permanencia que determina el ámbito de actuación profesional y territorial y fija la organización intenta, así como la estructura y competencia de sus órganos, las relaciones de los afiliados entre sí y con relación a la asociación., el modo de obligarse la entidad respecto de terceros, régimen de sanciones disciplinarias., forma de elegir a los miembros de sus órganos y representantes, integración y administración de su patrimonio, destino de los bienes en caso de disolución:, etc. 

La ley sindical establece que las asociaciones sindicales deben garantizar la efectiva democracia interna y sus estatutos contemplar fluida comunicación entre los órganos internos de la misma y los afiliados; respeto del mandato por los delegados e información de su gestión y la representación de las minorías en los cuerpos deliberativos. La democracia interna en las asociaciones sindicales contiene notas caracterizantes: 
· No discriminación en las afiliaciones y en los derechos que los afiliados puedan ejercer.
· Participación de los afiliados en la elección de representantes mediante voto libre y secreto. 

· Libertad de expresión y deliberación y en las asambleas. 
· Decisión de los afiliados en cuerpos deliberativos de cuestiones trascendentes para la organización. 
· Control de los recursos patrimoniales por los afiliados. 

· Representación de las minorías en los cuerpos deliberativos (asambleas, congresos, plenarios). 

Los Estatutos de las Asociaciones Sindicales deben contener:
1. Denominación: Debe determinar su nombre, no pudiendo utilizar los ya adoptados ni aquellos que pudieren inducir a error o contusión
2. Domicilio: Entendiendo por tal el lugar donde la ley presume sin admitir prueba en contrario que una persona reside de manera permanente para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones. 

3. Objeto: se plantea como “programa de acción” y la realización de "todas las actividades lícitas en defensa del interés de los trabajadores”, en especial "ejercer el derecho a negociar colectivamente, el de participar, el de huelga y el de adoptar demás medidas legítimas de acción sindical”  
4. Zona de actuación: Constituye el ámbito territorial en el que la asociación ha de desarrollar su acción sindical (todo el país, algunas provincias, una provincia, parte de una provincia, una ciudad, una empresa). 
5. Actividad, oficio, profesión o categoría de los trabajadores que represente, lo que debe encontrarse perfectamente individualizado de modo tal que permita una concreta delimitación de los trabajadores representados por el sindicato. La resolución administrativa que otorga personería gremial debe determinar el ámbito de representación personal que no puede exceder del establecido en el estatuto. 
6. Derechos y obligaciones de los afiliados, requisitos de admisión y separación con garantía del derecho de defensa.
7. Determinación de las autoridades y funciones, duración de mandatos, recaudos para su revocación y procedimiento para la designación y reemplazo de directivos e integrantes de los congresos, funcionamiento de asambleas y congresos, revocación del mandato de los delegados de personal. 
8. Administración y control del patrimonio sindical: Modo de constitución, administración y control y su destino en caso de disolución y régimen de cotizaciones de afiliados y contribuciones
9. Fecha y forma de presentación de balances y memorias. Organismos de contralor. Aprobación y publicación, órganos para su revisión y fiscalización. Se establece la obligación de remitir dentro de los 120 días de cerrado el ejercicio copia autenticada de memoria, balance y nómina de afiliados.. 
10. Régimen electoral que asegure la democracia interna, no pudiéndose exigir a las listas de candidatos a órganos de la asociaciones sindicales avales que superen el 3% de los afiliados 
11. Régimen de convocatoria a asambleas y congresos
12. Procedimientos para adoptar medidas de acción directa. Dentro de éstas el derecho de huelga
13. Procedimiento para la modificación de los estatutos y disolución de la asociación sindical.
B. Órganos de la asociación. Órgano directivo. 

1. Generalidades: La dirección y administración de las asociaciones sindicales serán ejercidas por un órgano colegiado compuesto por un mínimo de 5 miembros elegidos en forma que asegure la voluntad mayoritaria de los afiliados o delegados congresales mediante el voto directo y secreto, no pudiendo exceder el mandato de 4 años con derecho a reelección. El número máximo de integrantes se determina a través de los estatutos. Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención en lo relativo al desarrollo de las elecciones sindicales, a las condiciones de elegibilidad, reelección o destitución de los representantes.
Las elecciones de los directores y administradores deben ser realizadas mediante voto secreto y directo de los afiliados en los sindicatos de primer grado y en las de grado superior por los representantes o delegados congresales correspondientes, que reciben instrucciones precisas de la asamblea del sindicato a quien representan. La Junta electoral es la encargada de tratar todos los problemas que pudieren suscitarse en el acto electoral y las impugnaciones que se produjeran. 
2. Condiciones de elegibilidad: Los requisitos para integrar el órgano directivo (Art. 18 ley 23551) son: 

· Ser mayor de edad (21 años). 

· No estar inhibido civil ni penalmente. Inhibición penal son penas accesorias de inhabilitación absoluta o relativa, referida al impedimento a acceder a cargos electivos o empleo público. Inhibición civil refiere las inhabilitaciones dispuestas judicialmente por aplicación de la ley de concursos y quiebras. 
· Poseer 2 años de antigüedad en la afiliación y encontrarse desempeñando la actividad durante 2 años.
· El 75%, de los cargos directivos y representativos deberán ser desempeñados por ciudadanos argentinos. El cargo de mayor jerarquía y su reemplazante debe ser desempeñado por ciudadanos argentinos. Esto se ha explicado en razones de seguridad nacional con el fin de evitar que áreas de actividad estratégica (energía, transportes, puertos, aeropuertos, etc.) puedan ser perturbadas o paralizadas por organizaciones sindicales dirigidas por ciudadanos extranjeros. La aplicación de estas disposiciones privan a algunos trabajadores se vean privados del derecho de elegir libremente a sus representantes; podrían resultar perjudicados los trabajadores emigrantes que trabajan en sectores donde representan una parte considerable de los afiliados, debiendo la regulación interna de los Estados permitir el acceso a los extranjeros a las funciones como dirigente sindical por lo menos después de haber transcurrido un período razonable de residencia en el país. 
3. Cupo femenino. La ley 25674: la representación femenina en los cargos electivos y representativos de las asociaciones sindicales será de un mínimo del 30% cuando el número de mujeres alcance o supere ese porcentual sobre el total de trabajadores. Cuando la cantidad de trabajadoras no alcanzare el 30% del total de trabajadores, el cupo para cubrir la participación femenina en los listados de candidatos y su representación en los cargos electivos y representativos será proporcional a esa cantidad. Las listas que se presenten deberán incluir mujeres en esos porcentuales mínimos y en lugares que posibiliten su elección, no pudiendo oficializarse ninguna lista que no cumplimente con estos requisitos. 
4. Sanciones: las sanciones a los miembros de los cuerpos directivos de la asociación sindical y de la federación deberán ser adoptadas en asambleas o congresos extraordinarios por las causales que se determinen en el estatuto. El cuerpo directivo solo podrá adoptar la medida de suspensión preventiva contra sus miembros, la que no podrá exceder el término de 45 días, siendo responsable de que en ese plazo se realice la asamblea o el congreso extraordinario para decidir en forma definitiva. 
C. Órgano deliberativo. Asambleas y Congresos:
· Generalidades: Es el cuerpo que expresa la voluntad de los afiliados de manera directa en las asambleas y de manera indirecta en los congresos de delegados. 
· Las asambleas son los órganos deliberativos de máximo nivel y constituyen el cuerpo representativo de la autarquía del sindicato y su reserva de poder fundamental, que toman las decisiones más importantes y tienen prerrogativas exclusivas como fijar criterios generales de actuación, considerar anteproyectos de convenios colectivos de trabajo, aprobar y modificar los estatutos, fijar el monto de las cotizaciones de los afiliados. Las asambleas, funcionan adecuadamente en asociaciones sindicales de primer grado, con un ámbito territorial y personal reducido. 
· Los congresos son adecuados para la representación en las federaciones y confederaciones o en las uniones de ámbito territorial nacional, en los que dada la extensión geográfica de su zona de actuación, resultaría imposible la asistencia directa de los afiliados de todo el país a una asamblea única. 

· Convocatoria: Las asambleas o congresos ordinarios deben ser convocados con no menos de 30 días de anticipación ni más de 60. Los extraordinarios con no menos de 5 días hábiles. En ambos casos debe existir una publicidad inmediata y adecuada a la convocatoria (exhibición en lugares de trabajo, folletos o carteles que mencionen el orden del día, el lugar de reunión). Asimismo la realización del temario de las asambleas y congresos ordinarios deberán ser comunicados a la autoridad de aplicación con una anticipación no menor de 10 días a la fecha de su celebración. En el caso de las asambleas y congresos extraordinarios, dicha comunicación deberá ser efectuada inmediatamente después de su convocatoria y con una anticipación no menor de 3 días a la fecha de su celebración. 

· Régimen electoral: Debe asegurarse un régimen que posibilite la democracia interna de acuerdo con los principios de la ley y la no exigencia para presentar listas de candidatos a órganos asociacionales avales que superen el 3% de sus afiliados. 
· Clasificación: Las asambleas y congresos se clasifican en ordinarias y extraordinarias. 
Las asambleas y congresos deben reunirse en sesión ordinaria, con periodicidad anual, o en sesión extraordinaria, cuando los convoque el órgano directivo de la asociación por propia decisión o a solicitud del número de afiliados o delegados congresales que fije el estatuto. La distinción está fundada no sólo en la periodicidad sino también en la forma de convocatoria. 

En asambleas ordinarias se trata la gestión sindical realizaba por el órgano directivo, la memoria, el balance anual, el monto de cuotas y contribuciones, etc. 
En las asambleas y congresos extraordinarios se consideran asuntos extraordinarios, convocan el interés inmediato excepcional y urgente de los afiliados (adopción de una medida de acción directa, la compra o venta de un inmueble que no admite demora, la fijación de una cuota sindical extraordinaria para enfrentar dificultades financieras, la modificación de los estatutos, anteproyectos de las convenciones colectivas de trabajo, la fusión con otras asociaciones, destitución de delegados, etc.). 
· Facultades privativas de las asambleas y congresos: 

· Fijar criterios generales de actuación:
· Considerar los anteproyectos de convenciones colectivas de trabajo. 
· Aprobar y modificar los estatutos: 
· Aprobar memorias y balances.

· Decidir sobre la fusión con otras asociaciones
· Decidir sobre afiliación y desafiliación a asociaciones nacionales o internacionales. 
· Dar mandato a delegados a congresos. 
· Fijar el monto de las cotizaciones a los afiliados, sean estas ordinarias o extraordinarias.
· Órgano de fiscalización: Este órgano es un cuerpo integrado generalmente por un reducido número de afiliados elegidos por la asamblea. o congreso cuya misión es fiscalizar los actos de administración y gestión del órgano directivo para verificar si ellos se ajustan a las normas legales y estatutarias, en lo referente a convocatoria a asambleas y congresos, participación de los afiliados o delegados en ellas, la modificación de estatutos, examen de libros y registros de la asociación, revisar memorias y balances, etc. 
AFILIADOS, AFILIACION Y DESAFILIACION

Introducción: La libertad sindical comprende una faz positiva y negativa. En el aspecto activo abarca el derecho de agremiarse formando una asociación profesional o adhiriendo a una existente. El lado negativo individual consiste en la facultad del individuo de decidir no participar en ninguna asociación profesional o abandonar la que integraba.
Las llamadas cláusulas sindicales: 

· taller cerrado: los empleadores se obligan sólo a ocupar trabajadores afiliados, o en forma más restrictiva, sólo a los trabajadores afiliados al sindicato que hubiera pactado el convenio colectivo de trabajo.
· taller sindical: por esta cláusula el empleador puede contratar trabajadores no afiliados pero éstos deben asociarse al sindicato en un plazo determinado (30 o 60 días) porque de lo contrario deben ser despedidos.
· permanencia en la afiliación: los trabajadores contratados que ya pertenecen al sindicato y los que posteriormente se unan a él deben conservar su condición de afiliado si desean conservar su empleo, obligándose el empleador a despedir al trabajador que renuncie o sea separado del sindicato.
· Contratación por bolsas de trabajo o servicios de empleo del sindicato: el empleador sólo puede proporcionar ocupación a un nuevo trabajador por medio del servicio de empleo o bolsa de trabajo sindical.
· preferencia sindical: los trabajadores afiliados reciben beneficios especiales en función de la afiliación a la asociación sindical que celebró el convenio colectivo de trabajo. 

Afiliación: 
Requisitos de admisión: Todo trabajador comprendido en el ámbito de representación personal y territorial de la asociación sindical tiene el derecho de afiliarse con la sola condición de observar los estatutos. Las asociaciones sindicales deben admitir la libre afiliación no pudiendo formular objeciones fundadas en razones ideológicas, políticas, sociales, religiosas, de nacionalidad, raza o sexo ni realizar otro tipo de trato discriminatorio y las federaciones no pueden rechazar los pedidos de afiliación de las asociaciones sindicales de primer grado, ni las Confederaciones a las Federaciones.
Las personas mayores de catorce años pueden afiliarse sin necesidad de autorización (Art. 13, ley 23551). 

El Art. 4 de la ley sindical garantiza a los trabajadores el derecho de afiliarse a las asociaciones sindicales ya constituidas, pero también la libertad negativa de desafiliarse o no afiliarse. Los derechos y obligaciones del afiliado, requisitos para su admisión y procedimiento para su separación surgen del estatuto.
La solicitud de afiliación de un trabajador a un sindicato podrá ser rechazada por los estos motivos: 

a) Incumplimiento de los requisitos de forma exigidos por los estatutos. 

b) No desempeñarse en la actividad, profesión, oficio, categoría o empresa que representa el sindicato. 

c) Haber sido expulsado de un sindicato sin que haya transcurrido un año desde la fecha de tal medida. 

d) Hallarse procesado o haber sido condenado judicialmente por la comisión de un delito en perjuicio de una asociación sindical de trabajadores, si no hubiesen transcurrido lapso igual al plazo de prescripción de la pena contado desde que la sanción hubiera terminado de cumplirse. 

Conservación de la afiliación: En caso de jubilación, accidente, enfermedad, invalidez o desocupación, los afiliados no pierden por estos motivos el derecho de pertenecer a la asociación sindical, gozando de los derechos y estando sujetos a las obligaciones que el estatuto establezca. 

Los trabajadores que quedan desocupados podrán conservar la afiliación por seis meses desde la finalización del contrato de trabajo. Este lapso se computa desde la finalización del mandato en el supuesto de que los trabajadores desempeñen cargos representativos.
En caso de jubilación, enfermedad, invalidez, los estatutos podrán restringir para estos afiliados el derecho de voto para elegir autoridades y el de postularse como candidatos para tales cargos, a excepción de las candidaturas para integrar órganos de fiscalización, no encargados de representación sindical. 

Desafiliación: Para desafiliarse el trabajador debe presentar su renuncia a la asociación sindical por escrito. El órgano directivo dentro de los 30 días de recibida, podrá rechazarla si hubiera algún motivo para expulsar al afiliado renunciante. No resolviéndose sobre la renuncia en el término acordado se considera automáticamente aceptada y el trabajador podrá comunicar esta circunstancia a fin de que no se le practiquen retenciones de sus haberes en beneficio de la asociación sindical. El trabajador que deja de pertenecer a una asociación sindical no tiene derecho al reintegro de las cuotas o aportes abonados. 
Suspensión de la afiliación: Constituye manifestaciones del poder disciplinario de las asociaciones sindicales sobre sus miembros. En ningún caso la suspensión de un afiliado puede exceder de 90 días hábiles, ni ser dispuesta sin previa vista al afiliado de los cargos en que se funda, debiendo otorgársele oportunidad de defensa, ofrecimiento de prueba y descargo. La suspensión no priva al afiliado de su derecho a voto ni al de ser candidato, salvo la existencia de proceso a condena judicial por comisión de delito en perjuicio de una asociación sindical, en cuyo caso durará el tiempo que dure el proceso o el plazo de prescripción de la pena si hubiere condena. El afiliado suspendido podrá recurrir la medida ante la primera asamblea convocada por la asociación sindical y tendrá derecho a participar en la sesión del cuerpo respectivo con voz y voto. 

Expulsión: El órgano directivo solo puede suspender preventivamente al afiliado, cuando llegare a su conocimiento una causal de expulsión, pudiendo recomendarla a la asamblea o congreso, elevando los antecedentes, donde el afiliado tendrá derecho a participar en las deliberaciones con voz y voto. 
Las únicas causales de expulsión enumeradas son:

1. Haber cometido el afiliado, violaciones estatutarias graves o incumplido decisiones de los cuerpos directivos o resoluciones de la asamblea. 

2. Haber colaborado con los empleadores en actos que importen prácticas desleales.

3. Haber recibido subvenciones directas o indirectas de los empleadores con motivo del ejercicio de cargos sindicales. 

4. Haber sido condenado por la comisión de un delito en perjuicio de una asociación sindical. 

5. Haber provocado desórdenes graves en la asociación sindical o haber incurrido en actos susceptibles de acarrear graves perjuicios a la asociación sindical.
Cancelación de la afiliación: Se produce a por los siguientes motivos: 

1. Cesar el afiliado en el desempeño de la actividad, oficio, etc. previstos en el agrupamiento, exceptuando casos de jubilación, accidente, enfermedad e invalidez. 

2. Incurrir el afiliado en mora en el pago de cuotas y contribuciones, sin regularizar esta situación en un plazo razonable en que la asociación sindical intime a hacerlo. 

Patrimonio sindical
1) Concepto: Es el conjunto de bienes que sirven para el cumplimiento de los fines de la asociación sindical. El estatuto debe establecer el modo de constitución, administración y control del patrimonio sindical y su destino en caso de disolución así como el régimen de cotizaciones de afiliados y contribuciones. 

2) Constitución: El patrimonio se integra con: 
· cotizaciones ordinarias y extraordinarias y contribuciones de solidaridad que se pacten en los términos de la ley de convenciones colectivas. 
· los bienes adquiridos y sus frutos.
· las donaciones, legados, aportes y recursos no prohibidos por la ley. 

Cotizaciones: son los aportes monetarios que los afiliados, por su sola condición de miembros de la asociación pagan a la entidad sindical con la finalidad de sostener sus actividades. Las cuotas pueden ser:
· Ordinarias son las que aportan regularmente (en forma mensual) los afiliados para el sostenimiento de la administración de la entidad sindical. 

· Extraordinarias: decididas para atender una necesidad determinada, no habitual de la administración sindical (superar una dificultad financiera, afrontar la creación de una biblioteca, la construcción de una guardería, de un hotel de turismo, etc.).
Contribuciones de solidaridad: Están destinadas a retribuir al sindicato la acción desplegada en la obtención de las mejores condiciones de trabajo plasmadas en sus cláusulas. Deben ser pagadas tanto por los trabajadores afiliados como por los no afiliados a la asociación sindical con personería gremial. Se ha justificado jurídicamente la procedencia de esta contribución de solidaridad como una retribución del servicio prestado por el sindicato para la concertación del convenio, gestiones, negociaciones, etc. que benefician a los trabajadores, tanto afiliados como no. 

3) Retención: Los empleadores son agentes de retención de los importes que deban tributar los trabajadores a las asociaciones sindicales con personería gremial. En las simplemente inscriptas, no es órgano de retención. La obligación de retener corresponde al empleador respecto de todo tipo de cuotas o que los trabajadores, afiliados o no afiliados, deben aportar a la asociación con personería gremial. 

El incumplimiento por parte del empleador del deber de retención y pago de lo retenido, lo convierte en deudor directo de la asociación sindical, produciéndose la mora de pleno derecho. 

4) Exenciones impositivas: los actos y bienes de las asociaciones sindicales con personería gremial destinados al ejercicio específico de sus funciones, están exentos de toda tasa, gravamen, contribución e impuesto. La exención es automática por la sola obtención de personería gremial. La exención excluye a las asociaciones Sindicales simplemente inscriptas. 

Conflictos sindicales: Se diferencian 2 tipos de conflictos en las asociaciones sindicales: 
Las controversias intrasindicales se plantean en el seno de una misma entidad sindical (cuestiones relacionadas con la afiliación, con el régimen electoral, etc.). El procedimiento de solución de controversias intrasindicales requiere el previo agotamiento de la vía asociacional. Esto significa que el afiliado afectado por alguna disposición de la entidad sindical deberá antes de promover cualquier instancia administrativa o judicial; agotar las posibilidades recursivas que le brinda el estatuto. Agotada la vía asociacional, corresponde la intervención de la autoridad administrativa y luego de la Justicia. 
Los conflictos intersindicales se refieren a cuestiones vinculadas con el encuadramiento sindical planteado entre dos asociaciones profesionales con personería gremial sobre la capacidad jurídica que emana de sus respectivas personerías, para representar a los trabajadores de uno o de varios establecimientos. No está en juego la personería gremial, sino que se trata de interpretar el alcance de las respectivas personerías de las asociaciones involucradas, dictando un acto que implicará una declaración que establecerá cuál es la más apta de las entidades para representar a ese grupo de trabajadores. Al otorgarse personería gremial la autoridad administrativa del trabajo deberá precisar el ámbito de representación personal y territorial. Se trata de esta manera de prevenir la existencia de cuestiones de encuadramiento sindical ya que si se precisaran con exactitud los límites de cada una de las personerías gremiales no deberían generarse conflicto de esta índole. 

Las causas son: 

1. las resoluciones de otorgamiento de personería gremial extraen el ámbito de representación personal de los estatutos de cada asociación y tanto las normas estatutarias como las resoluciones administrativas están redactadas con palabras y éstas adolecen de vaguedad y ambigüedad. Vocablos como por ejemplo: "y anexos", "y afines" "y conexos".

2. la aparición de nuevas materias primas, nuevas tecnologías, nuevos procesos de producción que crean zonas de incertidumbre que no han podido ser previstas en los estatutos sociales ni en las respectivas resoluciones que otorgan personería gremial 
3. ciertas resoluciones de otorgamiento de personería gremial combinan criterios de afiliación horizontal y vertical que pueden generar espacios de indeterminación. 
4. existencia de empresas que realizan más de una actividad laboral. 

Debe tratarse de asociaciones sindicales de primer grado y con personería gremial. En este caso si éstas tienen una organización sindical de grado superior común, deben previamente agotar la vía asociacional. Lo que ocurre con frecuencia es un conflicto de encuadramiento sindical entre sindicatos adheridos a federaciones distintas en cuyo caso tendrá que intervenir la Organización gremial de grado superior que será la CGT.
Los elementos principales que toma en consideración el Ministerio para resolver este tipo de controversias son: 

· El ámbito de representación que confiere a las asociaciones sindicales en pugna la resolución administrativa que les otorgó personería gremial y 
· La actividad de las empresas en que se desempeña el personal cuya representación se disputa. 
Para ello, el Ministerio mediante una inspección de la empresa deberá determinar la actividad específica del establecimiento y de los trabajadores objeto de encuadramiento. 

UNIDAD III
Formas de organización sindical: 
A) Estructura organizacional de las asociaciones profesionales de trabajadores

1) Según su forma de organización o criterio de afiliación pueden clasificarse en:  

· Asociaciones sindicales de actividad o industria (organizaciones verticales).

· Asociaciones sindicales de oficio, profesión o categoría (organizaciones horizontal) 
· Asociaciones sindicales de empresa (forma de organización vertical restringida al ámbito de la empresa) 

2) Según ubicación que poseen en la pirámide sindical. Pueden clasificarse en: 

· Asociaciones sindicales de primer grado: Sindicatos o uniones. 
· Asociaciones sindicales de segundo grado o federaciones. 
· Asociaciones sindicales de tercer grado o confederaciones. 
3) Según los derechos que se les reconocen: Se clasifican en: 

· Asociaciones sindicales simplemente inscriptas. 
· Asociaciones sindicales con personería gremial 

B) Evolución de las formas de organización sindical: Una evolución se dio en la Argentina en la que la organización horizontal, por oficios, fue preponderante en los comienzos del movimiento obrero. La organización vertical es propia de un desarrollo industrial superior. En 1878 se funda la Unión Tipográfica. En 1885, la Unión de Carpinteros, Ebanistas y Anexos. En 1886 los panaderos. En 1887 La Fraternidad, sociedad que agrupaba a maquinistas y foguistas de ferrocarriles. En 1890 los albañiles, luego los sombrereros, talabarteros, fabricantes de carretas, etc. todas organizaciones horizontales. Las organizaciones por actividad  aparecen  desde 1922 con la Unión Ferroviaria. Luego aparecen metalúrgicos, textiles, bancarios, etc. En la actualidad, existe un gran predominio de estas organizaciones verticales. 

C) Asociaciones sindicales verticales, horizontales y de empresa: 
· Asociaciones sindicales de actividad: (verticales) agrupan a todos los trabajadores de la misma actividad o industria (UOM: agrupa a todos los trabajadores de la industria metalúrgica cualquiera sea su oficio: tornero, herrero, etc. y cualquiera su categoría: peón, oficial, operario, etc.). Esta forma de organización prevalece en la actualidad en razón del desarrollo de la industria y de los servicios y es la que la ley sindical privilegia como forma de organización, dado que facilita la concentración del poder sindical, necesario para el cumplimiento de sus fines. De esta forma se han organizado las grandes estructuras de trabajadores de la industria metalúrgica, automotriz, de la construcción, textil, plástica, química y también en el sector de servicios: bancarios, sanidad, transporte, etc. 
· Asociaciones sindicales de oficio, profesión o categoría (horizontal) agrupan, entre otros a los viajantes de comercio, actores, músicos, médicos, etc. En cuanto a los sindicatos de categoría, implican siempre un corte horizontal en una organización vertical, como por ejemplo ASIMRA -de los supervisores metalúrgicos- representa un corte horizontal en una estructura vertical de la UOM.. 
· Asociaciones sindicales de empresa: Es una forma de organización vertical restringida al ámbito de la empresa, considerándose la organización por empresa, minoritaria en nuestra tradición político sindical.
El sindicato de actividad se funda en la unidad de representación, en los convenios colectivos de alcance a toda la actividad, en la uniformidad del régimen salarial y en la conveniencia de que los trabajadores de una misma actividad tengan tratamiento igualitario en sus condiciones de trabajo.
El sindicato de profesión, oficio o categoría es más proclive a la atomización, gremial y mucho más el de Empresa, que ha ofrecido en la experiencia de nuestro país distintos niveles de combatividad y eficacia, conforme las características de la empresa, la actividad de que se trate y la coyuntura histórica.
Nuestra ley sindical se pronuncia a favor de la concentración sindical.
D) La pirámide sindical: Entre los derechos derivados de la libertad sindical, se encuentra el de las asociaciones de primer grado de afiliarse a otras asociaciones ya constituidas, formando federaciones por la agrupación de asociaciones de primer grado, y de las federaciones y uniones de formar confederaciones. Estas federaciones y confederaciones, en la medida que tengan el carácter de más representativas también deben gozar de personería gremial de acuerdo con una línea legislativa que debe ser mantenida. En este supuesto los mejores derechos de las federaciones están relacionados con la posibilidad de representar a las entidades de grado inferior, con las limitaciones que se encuentren en los estatutos de estas últimas y con la asunción en forma directa de la representación de los trabajadores donde no existiera una asociación de primer grado con personería gremial. El convenio 87 de la OIT "las organizaciones de trabajadores tienen el derecho de constituir federaciones y confederaciones, así como el de afiliarse a las mismas, y toda organización, federación o confederación tiene el derecho de afiliarse a organizaciones internacionales de trabajadores."
El Art. 11 de la LS establece que las asociaciones sindícales pueden asumir algunas de las siguientes formas: 

1. sindicatos o uniones 
2. federaciones cuando agrupen a las de primer grado 
3. confederaciones cuando agrupen a las primero nombradas, como es el caso de la Confederación General del Trabajo. También las Confederaciones pueden afiliarse a Organizaciones Internacionales. 

Las asociaciones sindicales pueden ser de primer grado. Estas constituyen la estructura sindical ya que en ellas se afilian directamente los trabajadores. 

Las de segundo grado o federaciones afilian a los sindicatos o uniones de primer grado. A fin de coordinar actividades y desarrollar acciones con más eficacia, las asociaciones de primer grado se aglutinan en federaciones que pueden ser, a su vez, verticales u horizontales. 

A las de tercer grado o confederaciones (Ej. CTERA) pueden afiliarse tanto las federaciones como directamente los sindicatos y uniones que no estén adheridos a ninguna federación. 
Las federaciones suelen constituir confederaciones de carácter nacional o interprofesional. 
Esto se denomina "facultad federativa" que alcanza al derecho de adherirse a organizaciones internacionales (por ejemplo la CGT a la Confederación Internacional de Organizaciones Sindicales Libres y la CTA a la Confederación Mundial del Trabajo, ambas con sede en Bruselas). 

E) Inscripción sindical: Los derechos que se les reconocen se clasifican en: 
· Asociaciones sindicales simplemente inscriptas: Para su reconocimiento debe encontrarse inscripta ante el Registro que lleve el Ministerio de Trabajo. Para que se proceda a la inscripción de una asociación sindical deben reunirse requisitos establecidos en el Art. 21 de la ley sindical. Estos son:
1) nombre, domicilio, patrimonio y antecedentes de su fundación. 

2) lista de afiliados, indicando el lugar donde se desempeñan, pudiendo la autoridad de aplicación requerir la acreditación de tal circunstancia para poder establecer el ámbito personal de la asociación sindical. 

3) nómina y nacionalidad de los integrantes del órgano directivo. 

4) estatutos.  

Transcurridos 90 días desde la presentación la autoridad laboral referida debe disponer la inscripción en el registro especial y la publicación sin cargo en el Boletín Oficial. Cumplidos los recaudos legales, debe procederse a la inscripción. El principal efecto de la inscripción de la asociación sindical en el Registro Especial es la adquisición de la personería jurídica.
Son derechos de las asociaciones sindicales simplemente inscriptas (con personería jurídica):  

· Representar intereses individuales de sus afiliados a pedido de éstos. 
· Representar intereses colectivos cuando no hubieres en la misma actividad o categoría una asociación sindical con personería gremial.
· Promover actividades vinculadas con los intereses de sus afiliados. 
· Imponer cotizaciones a sus afiliados. 
· Realizar reuniones o asambleas sin necesidad de autorización previa. 

· Asociaciones sindicales con personería gremial: Son consideradas las más representativas en su ámbito territorial y personal de actuación en virtud de contar con el mayor número promedio de afiliados, lo que le permite obtener la personería gremial otorgada por el Ministerio de Trabajo. La personería gremial puede ser definida como la capacidad o aptitud jurídica específica reconocida por la autoridad de aplicación que corresponde a la asociación sindical más representativa dentro de cada actividad. 

La asociación sindical con personería gremial más representativa es la que cuenta con mayor cantidad de afiliados cotizantes sobre el promedio de trabajadores que tal asociación intente representar (considerando seis meses anteriores a la solicitud). 

Al otorgar la personería gremial el Ministerio de Trabajo deberá precisar el ámbito de representación personal y territorial pudiendo la misma reducirse si existiere superposición con otra asociación sindical con personería gremial, pero nunca ampliarse. 
El Art. 25 de la ley 23551 establece los requisitos para la obtención de la personería gremial. 

1) Inscripción previa: Actuación no menor a 6 meses. 
2) Ser suficientemente representativa: Que afilie a más del 20% de los trabajadores que intente representar. De existir una sola asociación sindical en el mismo ámbito de actuación personal y territorial, la habilita de por si a obtener la personería gremial. 

Asociación sindical más representativa: Cuando hubiere dos o más en el mismo ámbito de actuación, se le otorga personería gremial a la que cuente con mayor número promedio de afiliados en los 6 meses anteriores a la solicitud. En cuanto al trámite de otorgamiento de personería gremial, el Ministerio de Trabajo debe dictar resolución dentro de los 90 días hábiles desde el día de la presentación de la solicitud. La resolución administrativa debe precisar con la mayor claridad posible el ámbito de representación personal y territorial de la asociación sindical a la que se la ha otorgado personería gremial, ámbitos que no deben exceder de los establecidos en el estatuto porque de ese modo se afectaría la autonomía sindical. Otorgada la personería gremial, corresponde proceder a su inscripción en el registro especial y publicación en el Boletín Oficial.
Son derechos exclusivos de las asociaciones sindicales con personería gremial los siguientes (Art. 31). 

1) Defender y representar ante el Estado y los empleadores los intereses individuales y colectivos de los trabajadores: A diferencia de las inscriptas que sólo pueden representar intereses individuales. Tanto de los afiliados como de los no afiliados. 

2) Participar en instituciones de planificación y control 

3) Intervenir en negociaciones colectivas y  vigilar el cumplimiento de la normativa laboral y de seguridad. 
5) Colaborar con el Estado en el estudio y la solución de los problemas de los trabajadores. 
6) Constituir patrimonios de afectación. 
7) Administrar sus propias obras sociales.
Desplazamiento de personería gremial: La ley sindical contempla distintos supuestos 
· Igual Zona y Actividad o Categoría (Art. 28) Si una asociación sindical tiene personería gremial y otra considera ser más representativa; debe tener una cantidad de afiliados, considerablemente superior a la asociación sindical con personería gremial preexistente.
La mayor representatividad implica que la asociación sindical que pretende la personería gremial debe posee un mínimo superior al 10% de los afiliados cotizantes de la asociación sindical que anteriormente tenia la personería gremial y mantenerse por un periodo mínimo continuado de 6 meses (anteriores a la presentación). El planteo se bilateraliza, es decir se corre traslado de la pretensión de la nueva asociación sindical a la que tiene la personería gremial por el término de 20 días a fin de que ejerza su defensa y ofrezca pruebas. Cuando la autoridad de aplicación resolviera otorgar la personería a la solicitante, la que la poseía continuará como simplemente inscripta. La personería gremial se le otorgará a la que la pretende sin necesidad de seguir este trámite en el supuesto en que el máximo órgano deliberativo de la asociación sindical que poseía personería gremial prestase conformidad expresa en el desplazamiento esa personería. 
· El caso del sindicato de empresa (Art.29 LS): Se otorga personería gremial cuando no obrare en la zona y en la actividad o categoría una asociación sindical con personería gremial de primer grado. 

· Sindicato de actividad y peticionante de oficio (Art. 30 LS): Cuando la asociación sindical con personería gremial actúa como unión o sindicato de actividad y la peticionante es de oficio, profesión o categoría (viajantes de comercio) la personería gremial se otorga si existen intereses sindicales diferenciados que justifiquen representación especifica y siempre que la asociación sindical con personería gremial no comprendan la representación de dichos trabajadores. 
En caso de federaciones y confederaciones, las más representativas adquieren personería gremial. La Federación o Confederación más representativa es la integrada por asociaciones sindicales con personería gremial de primer grado con mayor cantidad de trabajadores cotizantes. Las federaciones con personería gremial asumirán representación de trabajadores de actividad o categoría en zonas donde no actuare una asociación sindical con personería gremial de primer grado o una asociación sindical afiliada sin personería gremial. 

Suspensión y cancelación de la personería gremial: Ambas configuran sanciones por incumplimiento de disposiciones legales o estatutarias. Mientras que la suspensión gremial tiene carácter transitorio subordinando la recuperación de la personería al cumplimiento efectivo de las disposiciones legales o estatutarias incumplidas, la cancelación de la personería gremial tiene carácter definitivo. 

La suspensión o cancelación de la personería gremial deja a la asociación sindical con el carácter de simplemente inscripto por el lapso que dure la suspensión en el primer supuesto y de manera definitiva en el segundo. El Ministerio de Trabajo esta facultado para peticionar en sede judicial la suspensión o cancelación de la personería gremial o la intervención de una asociación sindical en diferentes supuestos. 

Intervención de una asociación sindical: Constituye una medida transitoria destinada a encauzar la vida interna de la asociación sindical, imposibilitada temporalmente de desenvolver normalmente sus actividades. Los supuestos en que cabe peticionar por parte del Ministerio de Trabajo, a la autoridad judicial, la suspensión o cancelación de la personería gremial o la intervención son:
· El incumplimiento de intimaciones cursadas a las asociaciones sindicales a fin que dejen sin efecto medidas  violatorias de disposiciones legales o estatutarias o dictadas por la autoridad de aplicación.
· Cuando se haya comprobado la existencia de graves irregularidades administrativas internas (por Ej., falta de convocatoria a elecciones, existencia de estado de acefalía). 

En tanto no se presente alguna de las situaciones antes indicadas, el Ministerio de Trabajo no podrá intervenir en la dirección y administración de las asociaciones sindicales ni restringir el manejo de los fondos sindicales.
UNIDAD IV

Los representantes gremiales: La libertad sindical preserva a la organización sindical frente a toda injerencia ilegítima en su constitución y funcionamiento garantizando la llamada "autonomía sindical" que se expresa en el libre desenvolvimiento de su accionar. Abarca la protección de la entidad gremial y de las personas que actúan como órganos de ella, en el plano de la administración del sindicato y en el ámbito de los centros de trabajo. Es estas personas resulta indispensable que sean resguardadas frente a posibles represalias de sus empleadores. Esta protección está garantizada por la Constitución nacional, los convenios 87 y 98 OIT y por la ley 23551. El Art. 14 bis de la CN dice textualmente "Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad en su empleo". 
Garantías para la gestión gremial: La ley 2355l dispensa una amplia protección sintetizada así: 

a) Los representantes gremiales, que para cumplir sus funciones dejaran de prestar servicios, tienen derecho a gozar de una licencia automática sin goce de haberes, a la reserva del puesto y a ser reincorporados al finalizar el ejercicio de sus funciones, no pudiendo ser despedidos durante el término de un año a partir de la cesación de sus mandatos, salvo que mediare justa causa de despido. 

b) Los representantes sindicales en la empresa que continúan prestando servicios en ella, gozan para el ejercicio de sus funciones de un crédito de horas mensuales retribuidas de conformidad con lo que se disponga en la respectiva convención colectiva de trabajo y no pueden ser suspendidos, modificadas sus condiciones de trabajo ni despedidos durante el ejercicio de sus mandatos y hasta un año más salvo que mediare justa causa. 

c) Los candidatos para un cargo de representación sindical en las condiciones que fija la ley y su reglamentación, no podrán ser despedidos, suspendidos sin justa causa ni modificadas sus condiciones de trabajo por el término de 6 meses a partir dé su postulación.
d) Los representantes gremiales no pueden ser despedidos, suspendidos ni modificarse sus condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que los excluya de la garantía.
e) La violación por parte del empleador de las garantías de estabilidad, da derecho al afectado a demandar judicialmente  por vía sumarísima la reinstalación en su puesto, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial o, en su caso, el restablecimiento de las condiciones de trabajo.
f) Toda perturbación en el ejercicio de la representación sindical, que no fuera el despido, la suspensión o la modificación de las condiciones de trabajo y que pudiere provenir tanto de los poderes públicos, del empleador o de cualquier otro particular  puede obtener reparación a través de la acción de amparo de la libertad sindical. 

Sujetos titulares de la protección: Los representantes gremiales, se ejerce en dos planos distintos: 
a) El nivel de gobierno y la administración de la asociación sindical, el cumplimiento de cuyas actividades existe la presencia de funcionarios sindicales con dedicación exclusiva y 
b) La representación sindical en la empresa, que se ejerce a través de los delegados de personal y miembros de las comisiones internas. 

Ambas especies de representación sindical están igualmente alcanzadas por la protección legal, pero el mantenimiento de la distinción resulta importante porque existen protecciones específicas que resguardan las manifestaciones particulares del tipo de representación ejercida. Así, por ejemplo, los dirigentes y funcionarios sindicales que, para el cumplimiento de su gestión sindical deben dejar de prestar servicios en empleo, tienen derecho, a gozar de licencia automática sin goce de haberes, a la reserva del puesto y a ser reincorporados al finalizar el ejercicio de sus funciones, beneficios que obviamente no gozan los delegados de personal que continúan prestando servicios en sus empresas. 
Pertenencia a la asociación sindical con personería gremial. La cláusula constitucional alude genéricamente a los "representantes gremiales" como sujetos de la protección. Según la ley son sujetos protegidos: 
a) Los trabajadores que ocupan cargos electivos o representativos en asociaciones con personería gremial
b) Los trabajadores que ocupen cargos que requieran representación gremial, como los que integran el Consejo Nacional de Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil, las comisiones paritarias de negociación o interpretación de los convenios colectivos de trabajo, etc. 

c) Los trabajadores que ocupen cargos políticos en los poderes públicos, sean electivos o no y en organismos nacionales, provinciales o municipales.
d) Los delegados de personal, miembros de comisiones internas y de otros organismos similares de representación sindical en la empresa. 
e) Los candidatos que se postulan para cargos electivos de representación sindical ya sea en asociaciones sindicales o en la empresa. 

La licencia gremial: Los trabajadores que por ocupar cargos electivos o representativos en asociaciones sindicales con personería gremial, o en cargos políticos en los poderes públicos; dejaran de prestar servicios tendrán derecho a gozar de licencia automática sin goce de haberes 

Esta licencia consiste en la suspensión de ciertos efectos del contrato de trabajo que se verifica sin necesidad de autorización del empleador, cuando las obligaciones derivadas del cargo que el representante desempeña, exigen una dedicación exclusiva a su función que resulta incompatible con el cumplimiento simultáneo de las obligaciones emergentes del contrato de trabajo. 
La suspensión del contrato sólo recae en los principales deberes emergentes de la relación (deberes de cumplimiento o prestación, como el deber de prestar el trabajo y el deber de pagar la remuneración), pero se mantienen subsistentes los llamados deberes de conducta o comportamiento: deber de fidelidad, deber de guardar los secretos de la empresa, etc. 
La ley asigna a la licencia un carácter automático lo que trae dos clases de efectos: 
· no requiere de una solicitud previa del trabajador y 

· comienza simultáneamente con la comunicación de la designación. 

El representante en uso de licencia gremial se mantiene en su régimen laboral y de la seguridad social y resulta habitual que la asociación sindical respectiva se haga cargo del deber de pagar la remuneración y del de retener y depositar los aportes y contribuciones de la seguridad social que hubiera correspondido al empleador. Esto no significa de manera alguna que se opere una transferencia del contrato de trabajo ni que las sumas que el representante perciba constituyan remuneración, sino una compensación económica por los haberes que deja de percibir de su empleador. 
La reserva del puesto: Garantiza a los representantes gremiales el derecho a la reserva del puesto y a ser reincorporados al finalizar el ejercicio de sus funciones. Los beneficiarios de la licencia gremial vencida pueden reclamar, su reincorporación hasta 30 días después de concluido el ejercicio de sus funciones. En el caso de que el trabajador no se presentara ni cursara comunicación alguna, el empleador tiene derecho, una vez vencido el término, de despedirlo por abandono de trabajo previa constitución en mora mediante intimación a presentarse a trabajar dentro de una plazo razonable 

La reintegración del trabajador debe realizarse en la misma categoría laboral y tareas que le correspondían antes de dejar sus labores, salvo consentimiento del interesado. Ante el silencio del empleador o su negativa expresa al reclamo de reincorporación o la propuesta de reingreso en condiciones peyorativas, el trabajador tiene derecho a reclamar judicialmente por la vía sumarísima, la reinstalación en su puesto de trabajo, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial o el restablecimiento de las condiciones de trabajo modificadas, o bien optar por colocarse en situación de despido indirecto y reclamar además de la indemnización por despido, una suma equivalente al importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el año de estabilidad posterior a la finalización de su mandato. 

Los representantes sindicales en la empresa: Los delegados de personal y los miembros de las comisiones internas u organizaciones similares ejercen en los lugares de trabajo lo que se designa "representación sindical en la empresa". Están investidos de una doble representación: 
a) la de los trabajadores ante el empleador, la autoridad administrativa del trabajo y la asociación sindical y 
b) la de la asociación sindical ante el empleador y el trabajador. 

Nuestra práctica sindical ha generado un sistema de representación unitaria de los trabajadores en los lugares de trabajo. Ello se debe a que si bien los delegados del personal y las comisiones internas son órganos del sindicato y pertenecen a la estructura sindical, en cuanto deben ser afiliados a la asociación que cuenta con personería gremial para ser designados en tales cargos, son designados por el voto directo y secreto de sus compañeros de trabajo, estén o no afiliados. 
Para ejercer las funciones indicadas se requiere: 

· estar afiliado a la respectiva asociación sindical con personería gremial y ser elegido en comicios convocados por ésta, en el lugar donde se presten los servicios o con relación al cual esté afectado y en horas de trabajo, por el voto directo y secreto de los trabajadores cuya representación deberá ejercer. La autoridad de aplicación podrá autorizar, a pedido de la asociación sindical, la celebración en lugar y horas distintos, cuando existieren circunstancias atendibles que los justificarán.

· En todos los casos se deberá contar con una antigüedad mínima en la afiliación de un (1) año; 

· Tener dieciocho (18) años de edad como mínimo y revistar al servicio de la empresa durante todo el año aniversario anterior a la elección.

Requisitos para que opere la garantía sindical: 

1) Cumplimiento de los recaudos establecidos por la ley sindical. 
2) Comunicación de la designación: La comunicación debe emanar tanto de la asociación sindical respectiva como del trabajador interesado. La ley exige la forma escrita y fehaciente (telegrama o carta documento u otra forma escrita). 

Número de delegados: El Art. 45 establece el número mínimo de trabajadores en cada establecimiento: 
a) de diez a cincuenta trabajadores; un representante; 
b) de cincuenta y uno a cien trabajadores, dos representantes

c) de ciento uno en adelante, un representante más cada cien trabajadores que excedan de ese número. 
En los establecimientos que tengan más de un turno de trabajo, habrá un delegado por turno, como mínimo. Cuando la representación sindical esté compuesta por tres o más trabajadores, funcionará como cuerpo colegiado denominado "cuerpo de delegados" o, “comisión interna" cuyas decisiones se adoptan según los estatutos o reglamentos internos que se dicten. Por CCT puede establecerse un número mayor de delegados. 

Los candidatos: Las represalias dirigidas contra los candidatos a cargos gremiales son una forma de injerencia indebida en la vida interna de las asociaciones sindicales y un directo ataque al derecho de los trabajadores a la libre elección de sus representantes. El candidato no podrá ser despedido, suspendido sin justas causas ni modificadas sus condiciones de trabajo, aunque limitada la protección a un período determinado. 
La ley subordina la efectiva protección al candidato al cumplimiento de dos requisitos: 

1) la postulación firme: la protección del candidato se inicia a partir de su postulación que se fija en el momento en que la junta electoral de la asociación tenga por recibida la lista que lo incluye como candidato, el mantenimiento de la protección por el término de 6 meses está subordinado a la oficialización definitiva de la candidatura. De no oficializarse, la protección se limitará al tiempo que se extiende entre la presentación de la lista ante el órgano asociacional y el momento de determinarse definitivamente dicha falta de oficialización. 

2) obtención de cierta cantidad de votos: se requiere que el candidato incluido en una lista oficializada obtenga un número de votos superior al 5% de los votos válidos emitidos. 
Comunicación de la postulación. La asociación sindical deberá comunicar al empleador el nombre de los postulantes indicando datos personales, cargo al que aspiran y la fecha de recepción. De este modo se pretende prevenir situaciones en las que el empleador toma conocimiento informal de la candidatura y adopta medidas con el propósito de perjudicar o favorecer a alguno de los participantes en el comicio. 

El plazo de protección que la ley dispensa a los candidatos es de 6 meses, contados desde la fecha de postulación al cargo lo que se verifica a partir del momento en que el órgano de la asociación sindical tenga por recibida la lista que lo incluye como candidato manteniéndose la protección sólo si se produce la oficialización definitiva de la candidatura. 

Extinción de la garantía sindical: La estabilidad en el empleo no podrá ser invocada en los siguientes casos: 

1) Cesación de actividades del establecimiento: la tutela no es oponible al empleador en caso de cesación total y definitiva de las actividades del establecimiento, fundándose esto en la inexistencia de representados. 

2) Suspensión general de tareas del establecimiento: en este caso, los contratos de trabajo subsisten, suspendiéndose sólo ciertos efectos durante un determinado lapso. La estabilidad gremial no puede ser invocada en el sentido que el empleador para suspenderlo en forma legítima al igual que a los demás trabajadores tendrá que recurrir al procedimiento de exclusión de la garantía, pero en cambio si tendrá que hacerlo si decidiera su despido o la modificación de las condiciones de trabajo cuando se reanuden las actividades. Cuando no se trate de una suspensión general de actividades, pero se proceda a reducir personal por medio de suspensiones o despidos y deba atenderse al orden de antigüedad, se excluirá para la determinación de ese orden a los trabajadores que se encuentren amparados por la estabilidad. 
Exclusión de la garantía: Los representantes gremiales protegidos por las garantías sindicales no gozan de una inmunidad absoluta que impida al empleador adoptar respecto de ellos la decisión de despedirlos, suspenderlos, o modificar las condiciones de trabajo, cuando estas medidas son legítimas y se sigue el procedimiento estatuido por la ley llamado "procedimiento de exclusión de tutela sindical", que determina que los trabajadores amparados por las garantías no podrán ser despedidos, suspendidos ni podrán modificarse las condiciones de trabajo, si no mediare resolución judicial previa que excluya de la garantía. 
Las notas características del mecanismo son: 
a) Es judicial: Nuestra ley otorga competencia solamente a los jueces con competencia en lo laboral.
b) Es preventivo: Se anticipo a la producción del acto lesivo de la garantía sindical. 
c) Es rápido: La ley impone que la exclusión debe tramitarse conforme al procedimiento sumarísimo. 

Actos del empleador que requieren el procedimiento de exclusión de tutela:

· Los despidos: sean por justa causa, por falta o disminución de trabajo o por fuerza mayor. 

· Las suspensiones: sean disciplinarias, por falta o disminución de trabajo o por fuerza mayor. 
· Las modificaciones de las condiciones de trabajo: traslado de establecimiento, cambio de tareas o de categoría, de turnos, de horario o de lugar de trabajo, en la medida en que dificulten, obstaculicen o impidan el ejercicio de sus funciones gremiales 

El acto del empleador que dispone el despido, suspensión o modificación de condiciones de trabajo de un representante gremial sin que hubiera mediado resolución judicial previa de exclusión de la garantía, es un acto nulo y un acto ilícito ya que la promoción del juicio sumarísimo de exclusión de la garantía por parte del empleador, como condición necesaria para disponer dichas medidas respecto de un representante gremial constituye un requisito formal exigido por la ley cuya omisión hace que el acto sea nulo. La ley entonces abre las vías de reparación del acto ilícito dando derecho al afectado a demandar judicialmente por vía sumarísima la reinstalación en su puesto, con más los salarios caídos durante la tramitación judicial, salvo que el trabajador optare por el despido y las indemnizaciones correspondientes. 

Acción de reinstalación: La protección legal no sólo alcanza a aquellas situaciones para las cuales se exige al empleador recurrir al procedimiento de exclusión de tutela (despidos, suspensiones y modificaciones de condiciones de trabajo) sino también respecto de otras similares en que el empleador ha alterado de hecho las condiciones contractuales o incumplido un deber que la ley le impone, como la negativa de ocupación lisa y llana, la negativa de readmisión luego de haber gozado el trabajador de licencia por enfermedad, gremial, etc. Al trabajador protegido le basta la prueba del cambio en las condiciones de trabajo preexistentes, sin que el empleador haya recurrido al procedimiento de exclusión de tutela para que la acción de restablecimiento de las condiciones alteradas sea procedente. Las defensas que el empleador puede esgrimir son reducidas y se limitan a la alegación de que el demandante no puede invocar la tutela legal. La sentencia de condena, en el caso de que la acción de reinstalación prospere, debe ordenar al empleador reinstalar al trabajador afectado en su puesto de trabajo o en su caso, a restablecer las condiciones de trabajo alteradas y además, al pago de los salarios caídos que el accionante hubiera dejado de percibir durante la sustanciación del proceso. El empleador debe el importe de esos salarios a título remuneratorio ya que el trabajador ha adquirido el derecho a su percepción por haberse mantenido siempre a su disposición no obstante la negativa del principal de aceptar los servicios ofrecidos, actitud que hace incurrir a éste en mora. 

Las sanciones conminatorias: Si se decidiera la reinstalación, el juez podrá disponer al empleador que no cumpliere con esa decisión la aplicación de astreintes durante el período de vigencia de su estabilidad. Las astreintes son sanciones conminatorias de carácter pecuniario que pueden imponer los jueces en beneficio del titular del derecho, a quienes no cumplieren deberes jurídicos impuestos en una resolución judicial. Son multas que se gradúan en proporción al caudal económico de quien deba satisfacerlas (por ejemplo: una multa diaria de $100). Persiguen un doble propósito: 
1) la compulsión del sujeto pasivo de la relación jurídica, titular del deber, con la finalidad de lograr, aun contra su voluntad, la conducta que el orden jurídico le ha impuesto y 
2) la sumisión o acatamiento a las decisiones judiciales. 

Los requisitos para su aplicación son: 

a) Decisión judicial firme: la sentencia judicial debe tener la calidad de cosa juzgada, haber quedado firme. 
b) Decisión judicial incumplida: Sólo vencido el plazo acordado al condenado para cumplir el deber impuesto en la sentencia, sin que el cumplimiento se hubiera verificado, procede la aplicación de las astreintes. 
Opción por las indemnizaciones: La ley otorga al trabajador protegido por las garantías sindicales que ha sido ilegítimamente despedido, suspendido o modificadas sus condiciones de trabajo, la opción por considerar extinguido el vínculo laboral en virtud de la decisión del empleador, colocándose en situación de despido indirecto. 
· Representante gremial en funciones tendrá derecho a percibir, además de las indemnizaciones por despido, una suma equivalente al importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el tiempo faltante del mandato y el año de estabilidad posterior. 
· Un candidato no electo, tendrá derecho a percibir, además de las indemnizaciones y de las remuneraciones imputables al período de estabilidad aún no agotado, el importe de un año más de remuneraciones. 

Nada impide a los representantes gremiales despedidos en violación de la ley optar por convalidar el despido dispuesto por su empleador aun cuando hayan iniciado una acción de reinstalación en el puesto y reclamar las indemnizaciones pertinentes toda vez que la ley habla de opción lo que implica la existencia de alternativas y plantea la reinstalación del puesto como una posibilidad y no como una obligación que condicione el derecho a la indemnización especial. 
Medidas cautelares en la exclusión de la tutela: el juez interviniente, a pedido del empleador, dentro de los 5 días podrá disponer la suspensión de la prestación laboral con el carácter de medida cautelar, cuando la permanencia del cuestionado en su puesto o el mantenimiento de las condiciones de trabajo pudiere ocasionar peligro para la seguridad de las personas o bienes de la empresa. La solicitud de la medida debe acompañar el pedido de exclusión y no puede ser interpuesta en forma independiente. El empleador, podrá liberar de prestar servicios al trabajador amparado en cuyo caso deberá comunicarlo dentro de las 48 horas hábiles al Ministerio de Trabajo y mantener el cumplimiento de la totalidad de los deberes que la ley o convenciones colectivas ponen a su cargo como consecuencia de la relación laboral. 

De las prácticas desleales: por parte de los empleadores o de las asociaciones que los representen: 

a) subvencionar en forma directa o indirecta a una asociación sindical de trabajadores;

b) intervenir o interferir en la constitución, funcionamiento o administración de un ente de este tipo;

c) obstruir, dificultar o impedir la afiliación de los trabajadores a una de las asociaciones por ésta reguladas;

d) promover o auspiciar la afiliación de los trabajadores a determinada asociación sindical;

e) adoptar represalias contra los trabajadores en razón de su participación en medidas legítimas de acción sindical o en otras actividades sindicales o de haber acusado, testimoniado o intervenido en los procedimientos vinculados a juzgamiento de las prácticas desleales;

f) rehusarse a negociar colectivamente con la asociación sindical capacitada para hacerlo o provocar dilaciones que tiendan a obstruir el proceso de negociación;

g) despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de su personal, con el fin de impedir o dificultar el ejercicio de los derechos a que se refiere esta ley;

h) negarse a reservar el empleo o no permitir que el trabajador reanude la prestación de los servicios cuando hubiese terminado de estar en uso de la licencia por desempeño de funciones gremiales;

i) despedir, suspender o modificar las condiciones de trabajo de los representantes sindicales que gocen de estabilidad de acuerdo con los términos establecidos por este régimen, cuando las causas del despido, suspensión o modificación no sean de aplicación general o simultánea a todo el personal;

j) practicar trato discriminatorio, cualquiera sea su forma, en razón del ejercicio de los derechos sindicales tutelados por este régimen;

Juzgamiento. Sanciones: Los Jueces con competencia en lo laboral, resultan competentes para juzgar en las prácticas desleales. 
· Las que serán sancionadas con multas al igual que cualquier otra infracción laboral. 
· Las sanciones graves son sancionadas con multa de $250 a $1.000 por cada trabajar afectado por la infracción. 
· Las muy graves (discriminación gremial) con multa de $1000 a $5.000 por cada trabajador afectado. 
· En prácticas desleales múltiples o reincidencia la multa puede ser elevada al quíntuplo del máximo previsto.
· Cuando los actos u omisiones fueran cometidos por entidades representativas de empleadores se establece que la multa será fijada por el Juez con un máximo del 20% de los ingresos provenientes de las cuotas de los afiliados en el mes que se cometió la infracción. 

· Si la práctica desleal cesa dentro del plazo previsto el monto de la sanción puede ser rebajado hasta en un 50%.
· El destino de las multas es el mejoramiento de los servicios de inspección del trabajo, su importe es percibido por la autoridad administrativa del trabajo quien tiene intervención en el expediente judicial respectivo. 
Asociación profesional de empleadores: En el ámbito del sector que representa a los trabajadores la legislación argentina prevé una normativa especial que fija lineamientos básicos de organización y funcionamiento de las asociaciones gremiales de trabajadores. 

Desde el ángulo de la negociación colectiva, le corresponde ejercer la representación de los trabajadores de la actividad o profesión la asociación gremial que ostente la "personería gremial”. 
Respecto de los empleadores, no existe régimen legal estableciendo u otorgando representación a una asociación o tipo de asociación: La misma se ejerce de acuerdo con un procedimiento ad hoc. Si se trata de la modificación de un convenio colectivo preexistente, en principio, en representación del sector de empleadores acude la o las asociaciones de empleadores que hayan suscripto el convenio anterior; en caso de haber dejado de existir o haber perdido representatividad, le corresponderá a la asociación que acredite ser suficientemente representativa y sea así calificada por la autoridad administrativa del trabajo, teniendo en cuenta las características propia de la actividad empresaria de que se trate, la existencia de entidades que agrupen empresarios y su representatividad conforme número de empleadores adheridos y el número de trabajadores contratados por éstos. La autoridad laboral administrativa invita mediante la publicación de edictos en un diario de gran circulación dentro del ámbito de aplicación territorial del futuro convenio y en el Boletín oficial, que contendrán la mención del sector de trabajadores y empleadores comprendidos y el contenido que se espera del convenio expuesto sucintamente. 
Antecedentes: A principios de 1954 se publicó la ley 14.295, instituyendo el régimen legal de creación y funcionamiento de las asociaciones profesionales de empleadores. Dicha ley preveía asociaciones de primer grado, de segundo grado y, de tercer grado, quienes para poder actuar debían inscribirse en un registro especial a cargo del Ministerio de Trabajo. Asimismo las Federaciones; y Confederaciones para ejercer sus derechos debían gozar de personalidad  gremial o económica y para obtener personalidad gremial se debía acreditar el carácter de suficientemente representativa y entre los derechos inherentes a esa personalidad la ley les reconocía el de representar los intereses de la actividad y "participar" en las negociaciones colectivas, celebrar y modificar convenciones colectivas. La personalidad Gremial permitía extender a los empleadores NO afiliados la obligatoriedad del pago de las cotizaciones y contribuciones que debían abonar los afiliados. 
